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			INTRODUCCIÓN

			
LA ENSEÑANZA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL EN EL ESPACIO EUROPEO DE EDUCACIÓN SUPERIOR

			MIGUEL AGUDO ZAMORA

			Universidad de Córdoba

			SUMARIO: 1. QUÉ SUPONE EL ESPACIO EUROPEO DE EDUCACIÓN SUPERIOR.—﻿2. EL EEES Y LOS ESTUDIOS DE DERECHO.—﻿3. TIPOLOGÍA DE ACTIVIDADES FORMATIVAS Y METODOLOGÍA DE ENSEÑANZA-APRENDIZAJE.—﻿3.1. Actividades formativas.—﻿3.2. Los sistemas de evaluación.—﻿4. EL DERECHO CONSTITUCIONAL ANTE EL EEES.—﻿4.1. El horizonte axiológico del Derecho Constitucional.—﻿4.2. Competencias que se adquieren con la enseñanza del Derecho Constitucional. Especial relevancia de su carácter práctico.

			
1. QUÉ SUPONE EL ESPACIO EUROPEO DE EDUCACIÓN SUPERIOR

			Jean Monnet, uno de los ideólogos y fundadores de la Europa unida afirmaba que si hubiera podido empezar de nuevo la edificación de la Unión habría escogido comenzar por la cultura, promoviendo una escuela y una universidad en la que se pudiera sentir, pensar y vivir Europa.

			Con estas palabras, Jean Monnet quería indicar a las generaciones futuras de europeos la necesidad de extender los horizontes de una comunidad internacional nacida, por un lado, para evitar que Europa fuese, una vez más, teatro de conflictos fratricidas, y por otro, para crear un mercado más fuerte y más amplio. Una comunidad capaz de encaminar las distintas realidades nacionales hacia un período de bienestar.

			La ampliación de dichos horizontes debía pasar, necesariamente, por una vía alternativa a la exclusivamente económica; consideración ésta que resumía particularmente bien el ex-Presidente de la Republica Italiana, Carlo Azeglio Ciampi, afirmando que «construida Europa, quedaba por construir a los europeos».

			La Unión Europea no habría, así, tenido un futuro cierto si a las razones meramente pragmáticas no se hubieran acompañado determinados ideales de paz, concordia y agregación. La realización de este proyecto supone un esfuerzo importante en el ámbito educativo, con el objetivo de formar en determinados valores comunes a los futuros ciudadanos de la Unión.

			Sin embargo, el nivel de atención hacia el ámbito educativo no ha representado un elemento sustancial ni de los tratados ni de los documentos que configuran los procesos de construcción política de la Unión Europea. De hecho, la educación constituía una responsabilidad exclusiva de cada país integrante de la Unión y por ello no quedaba sometida a los principios de la subsidiariedad europea.

			Por ello, hay que señalar como primer gran hito en este ámbito, la creación, en el año 1987, del programa ERASMUS, que sigue desarrollándose con gran éxito hasta hoy día.

			Pero la nueva realidad universitaria parte de la progresiva armonización de los sistemas universitarios exigida por el proceso de construcción del Espacio Europeo de Educación Superior, iniciado en 1999 con la Declaración de Bolonia. Esta armonización ha propiciado que se haya emprendido un profundo proceso de cambio en las universidades europeas.

			La Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, ha sentado las bases precisas para realizar una profunda modernización de la Universidad española. Así, entre otras importantes novedades, el Título VI de la Ley establece una nueva estructuración de las enseñanzas y títulos universitarios oficiales que permite reorientar el proceso de convergencia de nuestras enseñanzas universitarias con los principios dimanantes de la construcción del Espacio Europeo de Educación Superior.

			La nueva realidad universitaria ha propiciado que se produzca una flexibilización de la organización de las enseñanzas universitarias, promoviendo la diversificación curricular y permitiendo que las universidades aprovechen su capacidad de innovación, sus fortalezas y oportunidades. Flexibilidad y diversidad son los principales elementos sobre los que descansa la propuesta de ordenación de las enseñanzas oficiales como mecanismo de respuesta a las demandas de la sociedad en un contexto abierto y en constante transformación.

			Además, la nueva organización de las enseñanzas universitarias responde no sólo a un cambio estructural, sino que además impulsa un cambio en las metodologías docentes, que centra el objetivo en el proceso de aprendizaje del estudiante, en un contexto que se extiende ahora a lo largo de la vida (life long learning).

			Para conseguir estos objetivos, en el diseño de los títulos se han reflejado más elementos que la mera descripción de los contenidos formativos. Así se incluyen nuevos aspectos como justificación, objetivos, admisión de estudiantes, contenidos, planificación, recursos, resultados previstos y sistema de garantía de calidad.

			Los nuevos planes de estudios conducentes a la obtención de un título tienen en el centro de sus objetivos la adquisición de competencias por parte de los estudiantes, ampliando, sin excluir, el tradicional enfoque basado en contenidos y horas lectivas. Se enfatiza en los métodos de aprendizaje de dichas competencias así como en los procedimientos para evaluar su adquisición. Igualmente, se proponen los créditos europeos, ECTS, como unidad de medida que refleja los resultados del aprendizaje y volumen de trabajo realizado por el estudiante para alcanzar los objetivos establecidos en el plan de estudios, poniendo en valor la motivación y el esfuerzo del estudiante para aprender.

			Por supuesto, uno de los objetivos fundamentales de esta organización de las enseñanzas es fomentar la movilidad de los estudiantes, tanto dentro de Europa, como con otras partes del mundo. En este contexto resulta imprescindible la existencia de un sistema de reconocimiento y acumulación de créditos, en el que los créditos cursados en otra universidad sean reconocidos e incorporados al expediente del estudiante.

			Las prácticas externas, los trabajos fin de grado, los sistemas de garantía de la calidad así como los nuevos y adicionales métodos de evaluación son otros elementos que nos ayudan a completar el complejo y atractivo mapa del Espacio Europeo de Educación Superior.

			Mapa que tiene un corolario axiológico, pues las enseñanzas universitarias y la formación en cualquier actividad profesional deben contribuir al conocimiento y desarrollo de los Derechos Humanos, los principios democráticos, los principios de igualdad entre mujeres y hombres, de solidaridad, de protección medioambiental, de accesibilidad universal y diseño para todos, y de fomento de la cultura de la paz, materias y valores sobre los que el Derecho Constitucional, nuestra disciplina, tiene mucho que aportar.

			Aspectos fundamentales del Espacio Europeo de Educación Superior

			— Nueva estructura de las titulaciones:

			• Grado (cualificación adecuada para acceder al mercado laboral europeo).

			• Máster (especialización en un campo del conocimiento).

			• Doctorado (adquisición de capacidad investigadora).

			— Competencias básicas y específicas:

			• Además de los contenidos el alumnado deberá adquirir destrezas y actitudes que le permitan actuar adecuadamente en contextos laborales.

			— Créditos ECTS (European Credit Transfer System):

			• Unidad de medida del trabajo del estudiante (25-30 horas), incluyendo actividades presenciales y no presenciales.

			— Movilidad de los y las estudiantes:

			• Suplemento Europeo al Título (SET).

			• Dominio de una segunda lengua.

			• Títulos comprensibles y comparables (reconocimiento y transferencia).

			• Materias básicas en los primeros cursos para favorecer el cambio de titulación en una misma Rama de Conocimiento.

			— Nuevas metodologías de aprendizaje centradas en el alumnado:

			• Utilización de diversas metodologías (mapas conceptuales, mentales, exposiciones, uso de las TICs, proyectos de trabajo, simulaciones...).

			• Agrupamientos flexibles (gran grupo, grupo de docencia, trabajo en grupo y trabajo individual).

			— Refuerzo de las tutorías y la orientación personalizada:

			• Utilización de diferentes modalidades como: presenciales, virtuales, individuales y grupales.

			• Orientación académica y profesional personalizada al alumnado: asesoría académica.

			— Coordinación de la docencia:

			• Coordinadores/as de Titulación.

			— Promoción de una cultura de la calidad en la educación superior:

			• Evaluación de la calidad de la actividad docente del profesorado (DOCENTIA).

			• Sistema de garantía de la calidad de los títulos universitarios (ACREDITA).

			• Sistema de garantía de la calidad de los centros universitarios (AUDIT).

			— Proyección social de la universidad:

			• Agentes sociales.

			• Alumnado preuniversitario.

			• Alumnado egresado.

			• Empleadores.

			— Aprendizaje a lo largo de la vida (Life long learning):

			• Formación continua.

			• Flexibilidad mundo académico-laboral.

			• Reconocimiento experiencia profesional para obtención de un título.

			
2. EL EEES Y LOS ESTUDIOS DE DERECHO

			El interés académico y científico de los estudios universitarios en Derecho está más que probado históricamente. La institución universitaria se vincula al renacimiento urbano de las etapas finales de la Edad Media. En esa línea, se pueden situar en el siglo XIII el establecimiento de las primeras universidades ibéricas, las cuales estuvieron orientadas preferentemente hacia los estudios jurídicos (cánones y leyes civiles) y las necesidades burocráticas de la Iglesia, la administración del Estado y los oficios reales. El modelo más cercano fue, por ello, el de Bolonia, con destacada importancia de la corporación de estudiantes y predominio del Derecho.

			Es indudable que ese interés académico y científico de los estudios en Derecho ha pervivido a lo largo de todos esos siglos y goza hoy en día de la misma o mayor relevancia.

			El Derecho es un instrumento clave para la convivencia en nuestra sociedad y por este motivo la formación de futuros juristas y la investigación en esa rama del conocimiento resulta imprescindible.

			Más aún, en muchas ocasiones, el Derecho es también un motor de cambio social y los principios generales de respeto a los derechos fundamentales y a los derechos humanos, los principios democráticos, los principios de igualdad entre mujeres y hombres, de solidaridad, de protección medioambiental, de accesibilidad universal y de fomento de la cultura de la paz, que deben inspirar el diseño de todos los nuevos planes de estudio, no serían nada sin una rama del conocimiento que les diera el respaldo académico y científico necesario.

			A la hora de afrontar las nuevas necesidades de formación derivadas de la implantación del EEES, el Grado en Derecho juega un papel fundamental. Por un lado, la reducción de los estudios de Grado a cuatro años, y el cambio de enfoque en el sistema de enseñanza, que junto a la formación en conocimiento potencia el desarrollo de competencias y habilidades de contenido eminentemente práctico, debe permitir formar profesionales jurídicos que puedan cubrir la oferta más generalista, desde el punto de vista jurídico, del mercado de trabajo (empleados de banca; funcionarios de determinados cuerpos y niveles; gestorías administrativas; agencias inmobiliarias; administración de fincas, seguros, etc.). No obstante, los estudios de Grado, también deben surtir al mercado de profesionales jurídicamente más especializados, preparados para cubrir aquellos sectores para los que las normas de acceso a las respectivas profesiones establecen como requisito necesario, a veces no suficiente, la condición de graduado/a en Derecho: abogados, jueces, fiscales, notarios, etc.

			De acuerdo con las conclusiones de la Asamblea de Decanos/as de las Facultades de Derecho españolas, un primer objetivo general que persigue el Grado en Derecho consiste en asegurar que todos los graduados/as tengan un conocimiento adecuado de las instituciones jurídicas, como garantía de desarrollo de un Estado social y democrático de Derecho, y ello teniendo en cuenta el respeto y promoción de los derechos fundamentales y de igualdad entre hombres y mujeres, la igualdad de oportunidades, la no discriminación de personas con discapacidad y la cultura de paz y de valores democráticos. Además, debe tenerse en cuenta que el estudio, conocimiento y aplicación práctica de estos principios y valores se incluyen expresamente en buena parte de las asignaturas incluidas en los planes de estudio del grado en derecho, fundamentalmente en las relacionadas con la materia «Derecho Constitucional».

			El Grado en Derecho tiene, como segundo objetivo, dar una orientación generalista en el ámbito jurídico. Unos estudios de cuatro años han de ser complementados por los futuros graduados mediante los correspondientes títulos de máster y, en su caso, la superación de los requisitos legales o reglamentarios de acceso a las profesiones jurídicas que correspondan (ejercicio de la abogacía, judicatura, notarías, registros, función pública, etc.).

			Sin embargo, esa vocación generalista del título de Grado es perfectamente compatible con la orientación práctica, tanto en relación con los conocimientos impartidos, como en relación con las competencias y habilidades que los graduados deberán adquirir. Una de las principales características del sistema universitario español es que todavía se basa en un sistema de enseñanza eminentemente teórica, con niveles bajos de enseñanza práctica, en comparación con otros países europeos, lo que ha sido muy criticado por diversos informes y encuestas.

			En este sentido, como tercer objetivo, los nuevos planes de estudios de los títulos oficiales de Grado en Derecho prevén una consolidación e incremento de las actividades prácticas de aprendizaje, con el fin de potenciar la adquisición de aquellas competencias y habilidades que requiere el mercado de trabajo a los profesionales del Derecho. En definitiva, un objetivo básico del Grado consiste en dotar a los estudiantes de los conocimientos y de las competencias necesarias para afrontar, con solvencia, el cumplimiento del núcleo esencial de las funciones que un jurista está llamado a cumplir y, en cualquier caso, en facilitarles las habilidades de aprendizaje necesarias para emprender estudios posteriores con un alto grado de autonomía.

			Finalmente, el cuarto y último objetivo, íntimamente relacionado con el anterior, es formar graduados/as con las habilidades necesarias para adaptarse a unas realidades sociales y un ordenamiento jurídico cambiantes, incluyendo la propia capacidad de emprendimiento.

			Por tanto, en síntesis, los cuatro grandes objetivos del Grado en Derecho son los siguientes:

			— Conocimiento adecuado de todas las instituciones jurídicas básicas.

			— Vocación generalista.

			— Incremento de las actividades prácticas de aprendizaje.

			— Habilidades para la adaptación al cambio.

			A continuación reproducimos un cuadro orientativo, no exhaustivo, de competencias generales y específicas que han de adquirir los graduados en Derecho.

			Listado de competencias generales y específicas que los estudiantes deben adquirir durante sus estudios de grado en derecho

			— Competencias básicas:

			• Demostrar la posesión y comprensión de conocimientos actualizados de las principales instituciones jurídicas (CB1).

			• Saber aplicar esos conocimientos jurídicos a su trabajo o vocación de una forma profesional, mediante la elaboración y defensa de argumentos y la resolución de problemas (CB2).

			• Saber reunir e interpretar datos relevantes para emitir juicios que incluyan una reflexión sobre temas importantes de índole social, científica o ética (CB3).

			• Poder transmitir información, ideas, problemas y soluciones de carácter jurídico a un público tanto especializado como no especializado (CB4).

			• Desarrollar habilidades de aprendizaje necesarias para emprender estudios posteriores con un alto grado de autonomía (CB5).

			— Competencias específicas:

			• Tomar conciencia de la importancia del Derecho como sistema regulador de las relaciones sociales (CE1).

			• Conseguir la percepción del carácter unitario del ordenamiento jurídico y del carácter interdisciplinario de los problemas jurídicos (CE2).

			• Ser capaz de utilizar los principios y valores constitucionales en la interpretación del ordenamiento jurídico (CE3).

			• Adquirir una conciencia crítica en el análisis del ordenamiento jurídico y desarrollo de la dialéctica jurídica (CE4).

			• Comprender las distintas formas de creación del Derecho en su evolución histórica y realidad actual (CE5).

			• Ser capaz de leer, interpretar y redactar textos jurídicos (CE6).

			• Ser capaz de trabajar en equipo (CE7).

			• Ser capaz de realizar actuaciones de negociación y conciliación (CE8).

			— Competencias que la universidad considera que ha de adquirir cualquier graduado:

			• Acreditar el uso y dominio de una lengua extranjera (CU1).

			• Conocer y perfeccionar el nivel de usuario en el ámbito de las TICs (CU2).

			• Potenciar los hábitos de búsqueda activa de empleo y la capacidad de emprendimiento (CU3).

			
3. TIPOLOGÍA DE ACTIVIDADES FORMATIVAS Y METODOLOGÍA DE ENSEÑANZA-APRENDIZAJE

			
3.1. ACTIVIDADES FORMATIVAS


			El modelo de enseñanza-aprendizaje sobre el que se construye el Espacio Europeo de Educación Superior pretende dar al estudiante una participación mucho más activa en este proceso que la que ha desempeñado hasta ahora. Por consiguiente, se contempla un modelo basado en una propuesta diversificada de actividades que motiven al estudiante para avanzar en el aprendizaje de las competencias y de los conocimientos. Esta propuesta lleva consigo una exigencia de trabajo personal del alumnado que ha de estar bien definida, planificada y supervisada por el profesorado, cuya función de acompañamiento y seguimiento personalizado en ese proceso de aprendizaje resulta fundamental.

			Citamos a continuación un elenco, no exhaustivo, de actividades formativas. En cada una de ellas se establece la correspondiente relación entre cada actividad formativa y las competencias básicas y específicas que hemos señalado anteriormente:

			a) Clase expositiva/magistral: Es aquella en la que el profesor/a constituye el elemento más activo en contraposición con el papel más pasivo del o la estudiante. Aunque este tipo de actividad formativa ha sido objeto de críticas, entendemos que constituye un valioso instrumento pedagógico. A través de la clase magistral se visualiza la capacidad para estructurar un discurso ordenado en un tiempo determinado, se ayuda al estudiante a la comprensión de los conocimientos de las principales instituciones objeto de estudio, a su sistemática y relaciones entre ellas. En cualquier caso, su uso debe ser limitado. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente las CB1, CB2 y CB4; y la mayor parte de las competencias específicas, cuyo punto de partida es necesariamente esta comprensión de los conocimientos de las principales instituciones objeto de estudio.

			b) Clase participativa: Aunque la clase expositiva también permite una mayor o menor interacción con el estudiante, la clase participativa es aquella en la que el profesor/a promueve de manera expresa la participación de los estudiantes en la construcción del discurso, de manera que éstos comprendan su propia estructura lógica. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente todas las competencias básicas y la mayor parte de las competencias específicas.

			c) Seminarios: Con carácter general, se trata de una actividad desarrollada con grupos reducidos, en la que un ponente (profesor/a o estudiante) presenta una serie de informaciones o contenidos que conviene contrastar, confirmar, debatir, reflexionar, profundizar, etc., con la participación de los demás estudiantes. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente todas las competencias básicas y la mayor parte de las competencias específicas por los motivos expuestos.

			d) Resolución de casos prácticos: Se parte de una información que se facilita o que debe buscarse sobre situaciones reales o hipotéticas, para su posterior análisis y propuesta de soluciones, sobre la base de los conocimientos propios de la materia. Suele comportar el trabajo, bien individual bien en equipo, del alumnado, con presencia o no del profesorado.

			e) Resolución de ejercicios: Suele tratarse de ejercicios breves. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente todas las competencias básicas y la mayor parte de las competencias específicas por los motivos expuestos.

			f) Realización de trabajos: La realización y posterior exposición de trabajos es una actividad que posibilita ejercitar y adquirir competencias tales como la capacidad de búsqueda de materiales, la síntesis, la redacción de documentos, el razonamiento crítico con aplicación de conocimientos previos, la comunicación oral, etc.

			g) Clases con ordenador: Aquellas clases en las que el o la estudiante utiliza el ordenador para el aprendizaje en la utilización de programas informáticos, búsqueda de fuentes de información, etc. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente la CB3 y CB5.

			h) Comentario de textos: Se parte de un texto seleccionado por el profesor, que el estudiante debe comprender, analizar y ser capaz de extraer los aspectos más relevantes y sus implicaciones. El comentario puede realizarse en gran grupo, en pequeños grupos, verbalmente o por escrito. Por tanto, las competencias con las que se vincula esta actividad formativa son fundamentalmente todas las competencias básicas y la mayor parte de las competencias específicas por los motivos expuestos.

			i) Tutorías individuales o en grupo reducido: Todas las tareas del estudiante (estudio, trabajos, programas de ordenador, lecturas, exposiciones, ejercicios, prácticas...) serán orientadas por el profesor en las sesiones de tutoría en grupo reducido. Con respecto a las tutorías individualizadas, se atenderá a los estudiantes para discutir cuestiones concretas en relación con sus tareas o para tratar de resolver cualquier otra dificultad del estudiante o grupo de estudiantes relacionada con la asignatura y con la adquisición de las correspondientes competencias.

			j) Asistencia a charlas, conferencias y actividades similares: Siempre vinculadas a los contenidos y competencias propios de la asignatura.

			k) Juicios simulados: A partir de un supuesto de hecho real o simulado, y bajo la guía y el asesoramiento del profesor/a responsable, varios grupos de estudiantes adoptan los distintos roles de los sujetos que intervienen en un proceso judicial: parte demandante/acusación; parte demandada/defensa; Ministerio fiscal; Juez/magistrado. La actividad termina con la vista pública del caso.

			Existe una variante que consistiría en seguir un juicio real.

			l) Visitas organizadas a empresas o instituciones: Se vincula fundamentalmente con la CU3.

			En cuanto a la vinculación entre estas actividades formativas y las competencias específicas del Grado y las propias de cada asignatura debe señalarse que las clases expositivas y participativas pretenden el establecimiento de una conexión entre los contenidos y las competencias señaladas; que aquellas actividades donde predomina el trabajo del estudiante, lo que pretenden es trabajar en la asimilación de ese binomio contenidos-desarrollados y las competencias; y que las actividades de tutoría lo que pretenden fundamentalmente es un seguimiento de ese ajuste entre las actividades formativas desarrolladas, las contenidos y las competencias.

			
3.2. LOS SISTEMAS DE EVALUACIÓN


			El modelo educativo sobre el que se basa el EEES se desarrolla a través de un conjunto variado de actividades que pretenden facilitar un continuo y progresivo aprendizaje. Y en ese proceso de aprendizaje la evaluación de las competencias y de los contenidos constituye una pieza indispensable.

			Del volumen de trabajo total del estudiante en una asignatura, una gran parte corresponde al trabajo individual o en grupo que el estudiante se compromete a realizar sin la presencia del profesor. En estas horas de trabajo se incluye la preparación de las clases, el estudio, ampliación y síntesis de información recibida, la resolución de ejercicios, la elaboración y redacción de trabajos, la escritura, verificación y comprobación de programas de ordenador, la preparación y ensayo de exposiciones, la preparación de exámenes, etc. El sistema de evaluación debe comprender tanto el proceso como el resultado obtenido. El rendimiento del estudiante en la materia cursada depende, entre otros, de la combinación de dos factores: el esfuerzo realizado y la capacidad del propio estudiante. El examen evalúa el resultado obtenido pero no permite evaluar con exactitud el proceso de aprendizaje. La forma de evaluación condiciona el método de aprendizaje e influye en el aprendizaje mismo. Por todo ello entendemos que el sistema de evaluación debe ajustarse preferentemente a una evaluación continuada que debe contribuir de forma decisiva a estimular al estudiante a seguir el proceso y a involucrarse más en su propia formación. Y que en esa evaluación continuada debe valorarse el trabajo, esfuerzo y también los resultados del estudiante en ese conjunto de actividades formativas expuesto.

			Por otro lado, también debe destacarse el papel del examen final, que ahora debe extenderse no sólo a los contenidos de las asignaturas, sino también, y de modo especial, a las competencias que el estudiante ha trabajado y ha debido adquirir. Por tanto, ese examen final de contenidos debe completarse bien con la evaluación continuada o bien incluir unas pruebas o ejercicios que permita al profesorado evaluar la consecución de las correspondientes competencias. De otra parte, a la hora de valorar la oportunidad o conveniencia de este sistema de evaluación, también debe tenerse en cuenta que, al menos por el momento, parte de las salidas profesionales a las que puede optar un Graduado/a en Derecho (jueces, secretarios judiciales, fiscales, notarios, registradores, funcionarios de los Cuerpos Superiores de las Administraciones Públicas, etc.), se basan en este sistema de evaluación, a través del conocido sistema de oposición. Por tanto, su mantenimiento, desde el punto de vista de la empleabilidad, resulta incuestionable.

			Por todo ello, sería recomendable un criterio general de evaluación para todas las asignaturas en el que es obligado contar con dos instrumentos, la evaluación continua y el examen final, y sería recomendable que el peso mínimo de la evaluación continua en esa calificación fuese del 40 por 100. En esta línea, el concreto peso que en una asignatura tenga la evaluación continua y los elementos que la integren (controles escritos, trabajos entregados, asistencia y participación del o la estudiante en el aula, exposiciones orales, tutorías u otros medios explicitados en la programación de la asignatura...) deberán hacerse constar en la correspondiente guía docente de la asignatura.

			
4. EL DERECHO CONSTITUCIONAL ANTE EL EEES

			
4.1. EL HORIZONTE AXIOLÓGICO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL


			Permítasenos un toque literario. Conviene recordar, en primer lugar, el horizonte filosófico, la razón de ser del constitucionalismo occidental, la frase que resume con lenguaje metajurídico el porqué de las Constituciones occidentales que nacen a fines del siglo XVIII y se perfeccionan en la segunda mitad del siglo XX: «creer en el ser humano como proyecto». Esta reflexión bien puede resumir todos los propósitos que animan al constitucionalismo. Desde este punto de vista, cualquier otra finalidad que no recoja al ser humano pluridimensional como objetivo debe ser descartada. El Derecho Constitucional que no toma como último referente al ser humano y que olvida el componente ético-solidario de los principios axiológicos del sistema no debe tener esta consideración. Detrás de cada uno de los contenidos del constitucionalismo está el ser humano.

			El Derecho Constitucional es como una escalera que poco a poco vamos subiendo, más bien creando, en búsqueda de posibilitar la obtención de la felicidad para el mayor número de personas, a través de la consolidación de la igualdad y la consecución de mayores cotas de libertad. Todo ello, necesariamente barnizado por la idea más revolucionaria y más atrevida de todas las que, en mi opinión, el hombre ha conseguido alumbrar: la de Justicia. Porque, para que la vida tenga sentido, no queda más remedio que rebelarse y correr a construir trincheras con alma terrenal, radicales barricadas que defiendan la dignidad humana.

			Por eso es necesario correr a enarbolar la bandera que defienda el territorio más cercano, aquel que nos hace ser cada día más Libres, Iguales y Justos, aquel que desde hace más de dos siglos ha sido el objeto de estudio del Derecho Constitucional: el Estado Constitucional, que organizado bajo el sistema de División de poderes, defiende por encima de todo la Dignidad humana a través del reconocimiento y protección de los Derechos, usando como armas de combate el ariete del Derecho y el escudo de la Democracia. Ésta es la filosofía que nos ha animado al escribir este trabajo.

			
4.2. COMPETENCIAS QUE SE ADQUIEREN CON LA ENSEÑANZA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL. ESPECIAL RELEVANCIA DE SU CARÁCTER PRÁCTICO


			El principal reto al que se enfrenta el sistema universitario al comienzo del siglo XXI Es el de proporcionar la formación intelectual y técnica adecuada para la formación de ciudadanos cualificados profesionalmente. Así, las capacidades de analizar y sintetizar, organizar y planificar, plantear y resolver problemas y tomar decisiones fundadas, constituyen el núcleo de las competencias instrumentales de los titulados universitarios.

			Entre las competencias sistémicas destacan la capacidad de aplicar los conocimientos en la práctica, habilidades de investigación, capacidad de aprender, capacidad para adaptarse a nuevas situaciones, creatividad y liderazgo, habilidad para trabajar de forma autónoma y en el diseño y gestión de proyectos.

			Las habilidades básicas en las técnicas de comunicación oral y escrita, la gestión de la información, el manejo de ordenadores y el conocimiento de una segunda lengua comunitaria son también competencias específicas con carácter instrumental, generales para los graduados universitarios.

			En este sentido, cabe reseñar que es en la enseñanza práctica de cualquier disciplina donde reside el método de enseñanza en el que más fácilmente se pueden lograr los objetivos marcados por las directrices que ponen en marcha el Espacio Europeo de Enseñanza Superior. Esta consideración no olvida un hecho concreto: la enseñanza práctica es la que más recursos necesita en términos de espacio, dinero, personal, y normalmente de tiempo. Sin embargo, es cierto que este tipo de enseñanza es también en la que los alumnos sienten más cercano el lema propio del Espacio Europeo de Enseñanza Superior: «enseñar a aprender».

			Ahora bien, el reconocido valor de las clases prácticas no debe quitar importancia a las teóricas, de las que deben considerarse, siempre, como un complemento. En este sentido, la práctica debe seguir a la teoría, lo que justifica —﻿e incluso, exige﻿— una planificación adecuada del curso.

			Echando un vistazo al contexto nacional, se puede afirmar que, en general, la universidad española delata, desde hace mucho tiempo, una hipertrofia de la enseñanza teórica en detrimento de la práctica, circunstancia que se debe a múltiples factores, algunos anteriormente citados —﻿tiempo, recursos económicos, humanos, etc.—. A esta situación pretenden hacer frente, en la actualidad, los nuevos planes de estudios universitarios, en los que observamos un incremento de la enseñanza práctica en relación con la teórica y, fundamentalmente, con la implantación del Espacio Europeo de Educación Superior.

			Por lo que se refiere al área de conocimiento en la que actuamos —﻿el Derecho Constitucional﻿—, a la luz del actual desarrollo del Estado constitucional, ya no es posible considerar el estudio del mismo limitado al mero análisis de las normas y de las teorías que sobre ellas la doctrina ha ido produciendo. En este sentido podemos afirmar que una Constitución no puede entenderse ni explicarse si se aísla de la realidad social en la que nace y en la que se aplica. Además, no podemos olvidar que todo texto constitucional expresa unos valores, unos principios y contenidos políticos a la luz de los cuales deben ser interpretadas las normas jurídicas. Éstas suelen llevar implícitos matices que permiten versiones diferenciadas y, en esos casos, son los valores y principios constitucionales los que han de mostrarnos el camino para llegar a una interpretación jurídicamente correcta y políticamente vinculante. De acuerdo con estas dos premisas, es evidente el reto que el estudio del Derecho Constitucional tiene a la hora de superar la dicotomía entre la teoría y la práctica.

			No cabe duda de que sólo el acercamiento a los conflictos que la realidad genera, y a los que el Derecho debe dar una respuesta para garantizar la convivencia democrática puede ofrecernos los cimientos más sólidos para una formación completa en ese complejo entramado que denominamos Derecho Constitucional. En este sentido, se torna imperiosa la necesidad de formar al alumno a través del contacto con los vehículos formales y materiales a través de los que cobra vida el Derecho.

			Así, a título de resumen, podemos señalar que entre los beneficios de la enseñanza práctica en el ámbito del Derecho cabe mencionar los siguientes:

			— se afianzan y confirman los conocimientos adquiridos en las clases teóricas;

			— se pueden tratar detalles y aspectos concretos que el alumno encontrará en su vida profesional;

			— el alumno adquiere destreza en las técnicas jurisprudenciales y se familiariza con el manejo de la legislación, jurisprudencia e instrumentos que va a utilizar durante su vida profesional;

			— se fomentan en el alumno la observación y la experimentación;

			— se desarrolla la motivación de aprender por la satisfacción de haber obtenido unos resultados en cierta medida mensurables, u observables directamente, gracias a su habilidad y/o interés, y

			— se favorece una interacción personal entre alumno y profesor distinta a la de la clase teórica, más globalizada en conceptos y en el trato más general con el grupo. Este mayor acercamiento al alumno permite al profesor evaluar otras capacidades de los alumnos.

			Hechas estas apreciaciones sobre la adquisición de competencias a través del estudio práctico del Derecho Constitucional, y que se plasman en la existencia al final de cada capítulo de este libro de un listado de ejercicios prácticos que deben realizarse, debemos recordar que cada universidad al aprobar sus planes de estudio ha incluido un elenco diferente de competencias que el alumno adquiere con la superación de esta materia, así como el contenido de la misma. Veamos, para finalizar, un ejemplo de este tipo de listados de competencias y otro de contenidos:

			Competencias que se adquieren con la materia Derecho Constitucional

			
				
					
					
				
				
					
							
							Competencia número 1:

						
							
							Conocer la naturaleza jurídica de la Constitución como norma fundamental del Estado, así como su proceso de creación.

						
					

					
							
							Competencia número 2:

						
							
							Conocer el sistema de fuentes del ordenamiento jurídico del Estado.

						
					

					
							
							Competencia número 3:

						
							
							Conocer los principales rasgos de los diferentes modelos de Estado.

						
					

					
							
							Competencia número 4:

						
							
							Conocer los principales rasgos de los diferentes órganos constitucionales.

						
					

					
							
							Competencia número 5:

						
							
							Conocer la naturaleza jurídica del modelo de distribución territorial del poder diseñado por la Constitución.

						
					

					
							
							Competencia número 6:

						
							
							Conocer el sistema constitucional de derechos y libertades.

						
					

					
							
							Competencia número 7:

						
							
							Saber aplicar la dogmática de los derechos como elemento sustancial a la hora de emitir juicios que incluyan una reflexión sobre temas importantes de índole social, científica o ética.

						
					

				
			

			Contenido de la materia Derecho Constitucional

			
				
					
					
				
				
					
							
							Parte 1:

						
							
							LA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LA CONSTITUCIÓN. La Constitución como norma jurídica. Teoría general del Estado. Principios y valores constitucionales. Nociones básicas sobre la organización constitucional del Estado.

						
					

					
							
							Parte 2:

						
							
							FUENTES DEL DERECHO. La ordenación constitucional de las fuentes del Derecho. La ley. La internacionalización de las fuentes del Derecho. Otras fuentes.

						
					

					
							
							Parte 3:

						
							
							PODERES Y ÓRGANOS CONSTITUCIONALES. Corona, Cortes Generales, Gobierno, Poder Judicial.

						
					

					
							
							Parte 4:

						
							
							TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y PROCESOS CONSTITUCIONALES. Justicia constitucional. Tribunal Constitucional

						
					

					
							
							Parte 5:

						
							
							DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PÚBLICAS. Teoría de los derechos y libertades. Titularidad e interpretación de los derechos. Derechos fundamentales y libertades públicas. Otros derechos y deberes constitucionales. Garantía de los derechos. Suspensión de los derechos.

						
					

					
							
							Parte 6:

						
							
							DERECHOS Y PRINCIPIOS RECTORES EN EL ESTADO SOCIAL. Estado social. Principio de igualdad. Principios rectores.

						
					

					
							
							Parte 7:

						
							
							EL ESTADO AUTONÓMICO. Estructura territorial del poder. Estado Autonómico. Autonomía local.

						
					

				
			

			NOTA: El contenido de la materia Derecho Constitucional se divide en varias asignaturas. En cada Universidad, las asignaturas se denominan de modo diferente y pueden guardar el orden que aparece en este Manual o bien tener uno distinto.
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			CAPÍTULO I

			
DE LA CONSTITUCIÓN COMO ORDENACIÓN A LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA: CARACTERÍSTICAS ACTUALES DE LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA JURÍDICA

			MIGUEL REVENGA SÁNCHEZ

			Universidad de Cádiz

			SUMARIO: 1. EL CONCEPTO DE CONSTITUCIÓN EN SU DIMENSIÓN HISTÓRICA.—﻿2. LA TRADICIÓN ANGLOSAJONA Y EL ancient constitutionalism.—﻿3. LA TRADICIÓN CONTINENTAL: LA «REVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL» Y LA SUERTE DEL CONSTITUCIONALISMO DURANTE EL SIGLO XIX.—﻿4. EL CONSTITUCIONALISMO DEL PERÍODO DE ENTREGUERRAS.—﻿5. EL CONSTITUCIONALISMO CONTEMPORÁNEO. VALORES Y DERECHOS. PRINCIPIOS Y REGLAS.—﻿6. PECULIARIDADES DE LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA JURÍDICA. DESARROLLO E INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN.

			RESUMEN

			En este Capítulo I realizamos un rapidísimo recorrido por la evolución del constitucionalismo, fijándonos en la diferenciación entre un constitucionalismo de tradición anglosajona (llamado por algunos constitucionalismo antiguo), y el constitucionalismo (que suele llamarse moderno) que inauguran las revoluciones norteamericana y francesa, cuya característica principal radica en el hecho decisivo de cuajar en una Constitución escrita. Aludimos luego a la deriva cobrada por el constitucionalismo, en el continente europeo, durante el siglo XIX, caracterizada por el incumplimiento y/o degradación de uno de los dos componentes básicos de la ideología del constitucionalismo: la garantía de los derechos. Y tras una referencia a la época de los grandes debates de teoría constitucional durante la Alemania de la República de Weimar, desembocamos en la refundación del constitucionalismo en el período inmediato posterior a la Segunda Guerra Mundial, en torno a dos ideas básicas: la defensa de la dignidad de la persona y sus derechos, y el asentamiento de la Constitución como norma jurídica. El Capítulo se cierra aludiendo a alguna de las peculiaridades que ésta tiene en tanto que norma, y con algunas consideraciones relacionadas con el desarrollo (político) y la interpretación (jurídica) de la Constitución.

			
1. EL CONCEPTO DE CONSTITUCIÓN EN SU DIMENSIÓN HISTÓRICA

			En el repertorio de léxicos del vocabulario jurídico y político, no cabe duda de que la palabra «Constitución» ocupa un lugar destacado. Tan destacado como pueden serlo las palabras «poder», «ciudadanía», «derechos humanos», «autoridad», «Estado», o cualesquiera otras de las que acuden en primer término a nuestra mente cuando evocamos ese sector del conocimiento agrupado bajo las rúbricas «ciencia jurídica» o «ciencia política». El uso de la disyuntiva, jurídica o política, no significa aquí que una y otra de tales «ciencias» (pertenecientes al género de las que comúnmente se denominan sociales) sean ciencias con un contenido equivalente o intercambiable. El universo de lo jurídico y el universo de lo político responden a lógicas de funcionamiento diversas, como diversas son las fuentes y las técnicas de conocimiento que se emplean para estudiar las realidades que conforman una y otra. Por contraste a lo que sucede en el campo de las ciencias puras, es habitual que las ciencias sociales tengan unos contornos epistemológicos más difusos, aunque sólo fuera por la sencilla razón de que las categorías de las que se valen para describir fenómenos y para propugnar ideales o modelos de conducta son, a su vez, discutibles y difíciles de someter a los ensayos de verificación irrefutable a los que cabe recurrir en el ámbito de las ciencias puras.

			Quiere decirse con ello que si nunca está de más esclarecer en los inicios de un discurso de qué se va a hablar y en qué sentido se van a utilizar ciertos vocablos o conceptos, el intento es casi una obligación cuando se trata de acometer la exposición, tan sistemática y completa como sea posible, de un sistema constitucional. Y aunque la propia idea de sistema pudiera ser problemática si se entiende que lo que trasluce es el deseo de presentar como coherente un desarrollo político que, desde 1978 para acá, alcanza varias décadas de vida, ya lo es menos si la consideramos referida a las pretensiones que hoy caracterizan a cualquier Constitución: establecer los canales a través de los cuales se manifiesta y se reafirma la vida en común, esto es, la vida política, pero también orientar la vida en común hacia la realización de ciertos valores que traslucen una determinada concepción de la posición de la persona, de cada persona con su dignidad y sus derechos, frente al fenómeno (en cierto modo odioso) de la dominación, esto es, el poder político. Es esa voluntad de abarcar los verdaderos fundamentos últimos de la vida en común, y de la vida en libertad, lo que también justifica la voluntad de sistema, pues de lo que se trata es de sentar las bases de desarrollos futuros que se aparecen como inciertos en el presente, y cuya reconducción hacia la Constitución hay que propiciar, salvo que entren en contradicción con ella, en cuyo caso o bien corresponderá declararlos fuera de la Constitución a través de las vías previstas al efecto, o bien demandarán activar el mecanismo de la reforma constitucional.

			De lo que llevamos dicho se deduce ya que entre la Constitución como formalización de un proyecto de vida en común alumbrado por ciertos ideales, y su puesta en práctica a través de una vida política cuya dinámica tanto puede acomodarse, como alejarse total o parcialmente de lo estipulado en la Constitución, hay un contraste que supone el desafío decisivo para cualquier teoría que intente explicar la razón de ser de un texto constitucional. Y es que, si bien se mira, la idea de que el poder político puede ser objeto de una fundamentación exteriorizada en un texto es un producto del racionalismo ilustrado, y responde a una intencionalidad política concreta: acabar con el poder de carácter ilimitado de reyes y príncipes sin más legitimidad que la dimanante de la tradición o los avatares de la historia. En tal sentido, podríamos hablar del constitucionalismo como un movimiento político opuesto al absolutismo. Pero esta idea, que puede valer para captar la esencia o el espíritu del gobierno constitucional como gobierno limitado, no basta para entender en toda su complejidad la evolución zigzagueante de una ideología como la del constitucionalismo y de un concepto instrumental a ella como el de Constitución.

			La Constitución española de 1978 dispone en su artículo 9.1 que: «Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico». Se trata de una declaración que tiene una importancia decisiva, tanto por lo que nos dice de manera expresa, como por lo que nos es dado leer entre líneas, como consecuencia de la carga histórica o sobreentendidos que podemos reconocer en ella. De manera expresa, lo que se nos dice es que la Constitución pertenece al universo conceptual de lo jurídico. El ordenamiento jurídico es el género en el que la Constitución se integra en su cualidad de norma con todas las características que a ésta le son propias: la fuerza de obligar y la posibilidad de corregir y penalizar los incumplimientos. La Constitución se autoasigna tal carácter porque, al ser la norma de la que parte el resto del ordenamiento, esto es, al ser la norma fundamental y fundante de todas las otras normas que integran el género, ninguna otra, salvo ella, podría reconocerle tal valor. Pero lo que nos dice además expresamente es que la vinculación a la Constitución es una vinculación de carácter dual, esto es, una que alcanza no sólo a las instituciones —﻿los «poderes» dice el art. 9.1﻿— que ejercen imperium frente a los ciudadanos, sino también a estos mismos «ciudadanos» en cuanto protagonistas de una Constitución que les pertenece, pero también les obliga a actuar de manera leal con ella. Sobre las peculiaridades de la Constitución como norma jurídica hablamos luego.

			Ahora vamos a centrarnos en la carga histórica de esa fórmula auto-atributiva de valor jurídico que leemos en el artículo 9.1, una declaración que bien podemos considerar como el punto de llegada de un decurso del constitucionalismo y del Estado Constitucional desarrollado en etapas y escenarios diversos, hasta desembocar en un tipo de organización política, el de la democracia constitucional, con características bastante nítidas y generalizables. Intentaremos resumir dicho decurso mediante la sucesión de los distintos epígrafes que a continuación exponemos.

			
2. LA TRADICIÓN ANGLOSAJONA Y EL ANCIENT CONSTITUTIONALISM


			La existencia de un constitucionalismo antiguo yuxtapuesto al constitucionalismo moderno que arranca de las revoluciones norteamericana y francesa de finales del siglo XVIII es algo no admitido pacíficamente por todas las corrientes de la teoría constitucional. Mientras para algunos (sobre todo en el mundo anglosajón) el alzamiento revolucionario que desembocó en la aprobación de Constituciones no se entiende sin considerar la invocación de unas tradiciones de gobierno limitado que en algún momento se vieron interrumpidas o cayeron en el olvido, para otros el constitucionalismo nace de la voluntad de instaurar un nuevo orden contrapuesto en todo al anterior e inspirado en teorías, concepciones y prácticas por completo novedosas.

			En realidad, se trata de un debate un tanto bizantino, y sobre el que ejerce un poderoso influjo el hecho de que el país en el que cuajan de manera pionera los principios del gobierno constitucional sea precisamente aquel que se ha resistido con tenacidad a aprobar, mediante el ejercicio del poder constituyente, un documento designado formalmente como Constitución. En el Reino Unido, en efecto, la Constitución no consiste en un texto concreto, ni es resultado de decisiones dirigidas de manera consciente a instaurar un nuevo orden político, repudiando el pasado. La práctica constitucional inglesa se asienta, por el contrario, en el valor de unos cuantos documentos aprobados al socaire de circunstancias históricas concretas: la Magna Charta Libertatis de 1215, la Petition of Rights de 1628, el Bill of Rights de 1689, el Acta de Establecimiento de 1701, las Actas de Unión de Escocia (1707) e Irlanda (1800), las sucesivas reformas del régimen electoral a lo largo del siglo XIX, y las modificaciones legislativas relacionadas con la composición y las competencias de la Cámara de los Lores en el XX, entre otros. Pero además dicha práctica constitucional sólo se comprende gracias al valor de costumbres y convenciones constitucionales no escritas, que han permitido funcionar al sistema británico como un peculiar y heterodoxo paradigma constitucional, vertebrado en torno a la vigencia de unos principios básicos que en la actualidad tampoco difieren mucho de los que alumbran la práctica de las democracias con Constitución escrita dotada de fuerza normativa: la supremacía del Derecho (rule of law en la versión británica), la separación y el equilibrio entre los poderes estatales (checks and balances), que en el caso británico va acompañada de una peculiar afirmación de la soberanía del Parlamento (quizá como sucedáneo de la ausencia de pouvoir constituant), y la vigencia de los derechos individuales. Precisamente este último principio, el de la vigencia de los derechos, ha actuado en los últimos años como un factor de impulso de renovación constitucional en el Reino Unido, sobre todo a raíz de la incorporación a las fuentes del Derecho interno, en 1998, del Convenio Europeo de Derechos Humanos por medio de la Human Rights Act. La existencia de un Tribunal de carácter transnacional como el Europeo de Derechos Humanos, encargado de aplicar el Convenio controlando la actuación de las autoridades británicas, incluido el Parlamento, junto con el carácter anacrónico de los fundamentos constitucionales del Reino Unido han hecho que reverdezca el debate sobre las virtudes del constitucionalismo escrito, provocando además reformas de profundo calado, como la realizada en la Constitutional Reform Act de 2005 asignando a los Law Lords de la Cámara de los Lores funciones bien próximas a las que realiza cualquier Corte Constitucional en el control de constitucionalidad de la ley.

			Lo importante de la polémica sobre el ancient constitutionalism es que permite entender mejor la tradición del constitucionalismo como gobierno limitado, algo que resulta de trascendental importancia para llegar a comprender la razón por la cual en los Estados Unidos de América la Constitución de 1787 pudo ser concebida, desde sus mismos orígenes, como suprema ley del lugar (supreme law of the land) y defendida como tal por el Tribunal Supremo en fecha tan temprana como 1803, mientras que en Europa una concepción semejante de la Constitución no se abrió paso hasta bien entrado el siglo XX. Es una dicotomía bien intrigante cuyos pormenores no podemos desarrollar ahora, pero en torno a la cual conviene retener algunos argumentos que hacen más inteligible la idea de Constitución normativa y la deriva cobrada por el constitucionalismo en el mundo de nuestros días.

			Quienes redactaron la Constitución de los Estados Unidos de América, los Founding Fathers que consagraron sus energías en transformar un pacto político de carácter confederal (el que vinculaba entre sí a las trece antiguas colonias inglesas) en una Unión más perfecta articulada mediante una nueva Constitución, eran conscientes de que en los procesos de independencia de las colonias había actuado como motor revolucionario la denuncia de los agravios cometidos contra ellas por el Parlamento inglés. El haber ignorado el Parlamento aspiraciones razonables de las colonias, imponiendo contribuciones y tributos sin dignarse escuchar la voluntad de quienes las representaban, fue esgrimido como una flagrante violación de los principios medulares y básicos de la verdadera Constitución, esto es, la Constitución tradicional asentada en la experiencia del buen gobierno mantenido a lo largo de los siglos. La Constitución venía así a garantizar pro futuro el respeto a los principios del buen gobierno constitucional por parte de todos. Y señaladamente por parte de quien encarnando el nuevo espacio de poder representativo del pueblo —﻿el Congreso, pero sobre todo la Cámara de Representantes﻿— podría verse tentado a actuar contra legem convirtiéndose en una nueva fuente de opresión de los Estados federados. De ahí el interés por hacer de la Constitución no sólo el símbolo del nacimiento de una Nación, sino el instrumento al servicio del respeto a la ley por parte de todos y frente a todos. No otro es el significado de esa auto-asignación de valor normativo de la Constitución como fundamental y como paramount law, que es un claro antecedente de nuestro ya citado artículo 9.1, y que sería difícilmente concebible en un contexto como el revolucionario francés, en el que la Constitución es antes que otra cosa un acto de afirmación soberana.

			Incidentalmente puede recordarse que también los constituyentes del texto aprobado en Cádiz en 1812 invocaron reiteradamente la tradición de unas leyes fundamentales de la Monarquía española con el fin de legitimar su obra (véase el famoso Discurso Preliminar de la Constitución, obra de Agustín de Argüelles). En este caso, sin embargo, la invocación se explica más bien por el deseo de disfrazar como retorno a una supuesta tradición hispana lo que no era sino adopción en lo fundamental de las nuevas ideas que el invasor francés había ido poniendo en práctica en su propio país desde 1789, el año de la Revolución francesa.

			Un segundo factor de importancia a la hora de captar influjos y reminiscencias del llamado constitucionalismo antiguo, es el peso que va a adquirir, en la tradición representada por él, la diferenciación entre gubernaculun y iurisdictio. Es un factor importante porque simboliza no ya lo que significa en sí misma la supremacía de la Constitución, sino los límites de lo que, al amparo de ella, pueden hacer, desde sus correspondientes ámbitos de decisión, los jueces como guardianes naturales del derecho y las ramas políticas como encargadas de adoptar y dirigir las decisiones de tal carácter. También aquí es sencillo apreciar los puentes que unen sutilmente viejas querellas constitucionalistas con nuevos debates sobre las limitaciones inherentes a la jurisdicción en el Estado constitucional de nuestros días.

			
3. LA TRADICIÓN CONTINENTAL: LA «REVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL» Y LA SUERTE DEL CONSTITUCIONALISMO DURANTE EL SIGLO XIX

			La pretensión de llevar a un documento escrito los fundamentos que hacen de la dominación política una dominación legítima, así como la de establecerle limitaciones, fijarle objetivos y diseñar instituciones, es lo que caracteriza lo que podemos llamar la «revolución constitucional». Empleamos el término revolución para referirnos a un cambio repentino en el proceso histórico que marca un punto de inflexión, tanto por lo que tiene de ruptura con una tradición que se repudia, como por lo que representa de hito inaugural de una nueva época, ambas cosas realizadas a través de un acto (o serie de actuaciones) llevadas a cabo de manera consciente e inspiradas en esa voluntad rupturista y a la vez inaugural.

			A diferencia de las imprecisas leges fundamentales de la Edad Media, y por contraste a una amalgama de documentos históricos y prácticas presentada como la tradición del buen gobierno, esto es, del gobierno conforme a la ley, ahora se trata de decidir sobre el conjunto de la unidad política, mediante un acto afirmativo de voluntad que se plasma de manera solemne en un texto escrito al que se le denomina Constitución. Estamos, pues, ante una revolución de escritura, quiérese decir, una que no se detiene en el memorial de agravios ni en la formulación de ideas de combate, sino que se dirige a generar y establecer un texto con capacidad de vincular pro futuro la práctica política de los gobernantes. Por eso podemos decir que la revolución constitucional y su producto, la Constitución escrita, supone pasar de la ordenación contingente a la organización consciente, lo que implica transformar una descripción inductiva de las buenas prácticas del gobierno constitucional en una prescripción expresa de las formas y de los contenidos a los que ella debe ajustarse.

			La Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, que actuó en 1789 como lanzadera de la Revolución que acabaría con el Antiguo Régimen de la Monarquía absoluta, e inauguraría en el continente europeo la era del constitucionalismo moderno, esto es, la era de las Constituciones escritas, expresa esa intencionalidad prescriptiva en su célebre artículo 16: «una sociedad en la que no esté asegurada la garantía de los derechos ni establecida la separación de los poderes carece de Constitución». Luego, leído tal artículo en positivo, asegurar derechos y separar poderes, se nos presentan, desde los mismos inicios del constitucionalismo moderno, como los auténticos motivos últimos de la revolución constitucional; unos motivos, insistimos, rompedores y con un potencial para generar práctica constitucional en un futuro que ahora se deposita en la manos de los autores de las Constituciones y de las generaciones venideras.

			La operación es posible porque el monstrum de la soberanía como un poder ilimitado e irresistible se traslada desde las manos del Rey a las manos de la Nación, una persona ficticia que sirve al propósito de dotar de legitimidad al nuevo orden generado a partir de la expresión de la voluntad del poder constituyente como representante extraordinario de ella. En la diferenciación entre el poder constituyente como fuente de todos los poderes (la Nación sin mediaciones, que dijera Sieyés) y los poderes constituidos por la Constitución y limitados por ella, se basa uno de los más grandes dilemas del Estado constitucional: el que consiste en afirmar simultáneamente la capacidad originaria y sin limitaciones del pueblo para dotarse de una Constitución a la medida de sus deseos, junto con la creencia en las virtudes intrínsecas de un modo de gobierno basado en restricciones para la acción de los gobernantes, pero también de los gobernados. Incluso la reforma de la Constitución (el poder constituyente constituido, como se le denomina en la teoría clásica) sólo puede actuar de conformidad con las previsiones y con arreglo a los límites marcados en la Constitución.

			Esa tensión que se deriva de la entronización de una voluntad soberana —﻿que en Europa proviene del hecho de habérsela sustraído al Rey para depositarla primero en manos de la Nación y más tarde en manos del pueblo﻿— junto a la defensa de una ética de la limitación y los controles como algo inherente al concepto de Constitución, sólo se pondrá de manifiesto al hilo de las transformaciones de las ideas relacionadas con el propio significado de la democracia y la Constitución. Está en el centro, para ser más precisos, de las grandes polémicas que rodean hoy a la forma política que hemos dado en llamar democracia constitucional, la única, por cierto, que hoy se toma en serio, de manera más o menos eficaz, los ideales del gobierno democrático, y en la que la posición y las funciones que corresponden a los legisladores y a los jueces (especialmente al juez constitucional) y al propio pueblo-representado como titular de un poder soberano (asimismo manifiestamente transformado por el impacto de gobernanzas transnacionales y globalizaciones diversas) no deja de discutirse.

			Hay que ser consciente, en todo caso, que el potencial transformador desatado por la revolución constitucional, al hilo de esa doble fórmula prescriptiva, separar poderes y asegurar derechos, resultó muy amortiguado durante la larga época que transcurre entre los últimos años del siglo XVIII y las primeras décadas del XX. Europa es un laboratorio constitucional, en el que la pulsión política genera un continuo replanteamiento de los grandes problemas de fondo (titularidad de la soberanía, reforma constitucional, disposición de los poderes públicos, etc.). Pero tras el tejer y destejer Constituciones al socaire de los acontecimientos, hay un hilo de continuidad que afecta de lleno al valor de la Constitución y al de la doctrina del constitucionalismo.

			Uno de los objetivos esenciales del concepto revolucionario de Constitución, la garantía de los derechos, se dará por cumplido mediante la aprobación parlamentaria de los Códigos, Civil en la vertiente privado-sustantiva, Penal en la relativa al ius puniendi del Estado y de Enjuiciamiento en uno y otro orden, en lo relativo a los aspectos procedimentales. El posicionamiento del Código en el lugar central de la experiencia jurídica, desplazando a la Constitución, que será concebida como un moldeable documento político (formalización, podríamos decir, de unos intereses parciales de la clase burguesa que se hacen pasar por intereses generales) es consecuencia del legicentrismo que impregna la ideología constitucional en su punto de partida. La ley es presentada como el producto de la voluntad general (Rousseau), y como el culmen de una racionalidad expresada mediante el intercambio de opiniones en la Asamblea Representativa que necesariamente arroja como resultado la mejor defensa y plasmación de los intereses de todos. Son dogmas que arrancan de la creencia de los revolucionarios franceses en el valor de la ley y la importancia de una discusión reposada de los asuntos públicos, a resguardo de impaciencias y fervores populares. Un sistema, en suma, representativo (pero en modo alguno democrático: quedan al margen de él mujeres, menores y varones sin un mínimo de capacidad económica), con un compromiso muy elástico respecto al valor de la Constitución y receloso de cuanto pudiera sonar a excesos participativos o desbordamientos pasionales.

			Al socaire de la omnipotencia del legislador, la experiencia constitucional europea falseará durante el siglo XIX la concepción fuerte del constitucionalismo como un movimiento dirigido a establecer limitaciones efectivas al poder con el fin de salvaguardar aquellos ámbitos de indemnidad y autodeterminación individual representados por los derechos. Una adulteración que se verifica a través de diversos frentes:

			a) Neutralizada la idea de límite, la Constitución se convierte en un simple marco para el ejercicio del poder, un espejo de aspiraciones incumplidas o, aún peor, la mera exteriorización del modo a través del cual el poder soberano —﻿compartido en muchos sitios y durante mucho tiempo entre los representantes de la Nación y el Rey﻿— manifiesta su genuina naturaleza.

			b) El arrinconamiento del componente contractual-individualista, implícito en las construcciones iusnaturalistas de unos droits de l’homme, deja a éstos desprovistos de garantía. Las menciones que la Constitución realiza a ellos, cuando lo hace, no son más que autolimitaciones del poder soberano, de carácter voluntario y reversible.

			La fuerza revolucionaria del constitucionalismo decimonónico acabará, en suma, cuajando en la construcción de impronta germana del Estado de Derecho (Rechtsstaat), con un poder personificado y «juridificado» en un Estado detentador de la vieja soberanía y manifestándose a través de un cuerpo de normas mediante las cuales el Estado —﻿ese ente-tapadera de las relaciones de dominación política y neutralizador de los conflictos y desencuentros entre las clases sociales﻿— persigue los fines que él mismo va definiendo sin frenos ni orientaciones constitucionales dignos de tal nombre.

			
4. EL CONSTITUCIONALISMO DEL PERÍODO DE ENTREGUERRAS

			El drama del constitucionalismo es el drama de la propia historia europea durante la primera mitad del sanguinario siglo XX. Cuando comienza a caer el velo de las mistificaciones estatalistas de carácter burgués, esto es, cuando la base democrático-representativa se ensancha con los primeros esbozos de sistemas electorales basados en el sufragio universal, las tensiones que acusa el Estado constitucional son tantas, y de carácter tan agudo, que las democracias de los años comprendidos entre las dos guerras mundiales a duras penas podrán cumplir la aspiración a la normalidad que es propia de cualquier diseño constitucional. Mientras se discute cómo hacer efectiva la centralidad de un Parlamento ahora sí genuinamente representativo (aunque lastrado a menudo por la presencia de un alto número de fuerzas políticas polarizadas en lo ideológico y sin voluntad de consenso), mientras se ensayan fórmulas para dotar de estabilidad al Gobierno, y se ponen en pie ingeniosos mecanismos (inéditos en Europa) para salvaguardar la supremacía de la Constitución mediante el control jurisdiccional de la ley, van ganando terreno formas políticas que impugnan de raíz el (percibido por ellas como) inconsistente relativismo del gobierno constitucional. Por un lado, la revolución bolchevique, triunfante en la Rusia de los zares desde 1917 y, por otro, la emergencia y el apoyo creciente obtenido por las ideologías nazi-fascistas, darán al traste con los experimentos y desembocarán en una nueva conflagración bélica de alcance universal.

			Y no es que durante aquellos convulsos años faltaran aportaciones sobre las que seguir discurriendo en torno a los fundamentos y las formas de legitimación del poder. Al contrario, el desafío lanzado por las ideologías totalitarias y el reto de dotar por vez primera a la Constitución de una verdadera función directora de la práctica política, serán el caldo de cultivo de debates y aportaciones que continúan siendo un referente insoslayable de la teoría constitucional de todos los tiempos. Los esfuerzos del austriaco Hans Kelsen (1881-1973) por insuflar racionalidad a un sistema con fuertes enfrentamientos ideológicos mediante una teoría que hiciera posible la defensa de la Constitución a través de los instrumentos de la interpretación jurídica, serán objeto de las puyas de otro de los grandes teóricos de la época de Weimar, Carl Schmitt (1888-1985). Para éste, es una quimera esperar que un Tribunal, aunque sea de carácter especializado (como el que Kelsen había diseñado en la Constitución austriaca de 1920) pueda realizar en modo alguno una defensa de la Constitución. Pues siendo la finalidad de toda Constitución decidir globalmente sobre el modo del ser político de una sociedad, y perteneciendo a la esencia misma de la política la divisoria fatal entre «amigo» y «enemigo», no hay defensa posible que pueda articularse sin liderazgo y decisión fundamentada en los poderes excepcionales que la propia Constitución de Weimar reconocía al Presidente de la República. Va por descontado que la diferencia entre uno y otro modo de ver las cosas no se entiende si no se considera el trasfondo de los acontecimientos circundantes (y el alcance de las implicaciones en los mismos de uno y otro autor). Mientras el ascenso del nazismo convertirá a Kelsen, debido al azar de su ascendencia judía, en un proscrito que tiene que huir hacia el exilio norteamericano, del que ya no regresará, Schmitt afianza sus posiciones como consejero e ideólogo oficial de un sistema perverso que no se conformará con la destrucción de la democracia liberal, sino que llevará su locura al punto de concebir y llevar a cabo el mayor exterminio sistemático de seres humanos jamás conocido.

			Frente a la magnitud de un desastre de tales características, esto es, frente a la irracionalidad y el mal de carácter absolutos (en cuya categoría también caen plenamente los crímenes del totalitarismo estalinista en la Unión Soviética), ninguna teoría es inocente. Y, menos que ninguna, la teoría constitucional, que al fin y al cabo no responde sino a los objetivos que siempre ha tenido la reflexión política: cómo trasladar al plano de lo posible ciertas concepciones básicas relativas al modo más justo de construir una vida en común.

			Los problemas de las sedicentes democracias del período anterior a le segunda guerra, de los que la Segunda República española, con su texto constitucional de 1931, es también un ejemplo señero, no deben perderse de vista cuando se aborda el estudio del Derecho Constitucional de nuestros días. Y tampoco cabe desconocer u olvidar debates como el mencionado sobre la defensa de la Constitución, aportaciones sobre los cometidos de ésta para generar integración en una sociedad dividida (Rudolf Smend, 1882-1975), o elaboraciones como las de Herman Heller (1891-1933) sobre la fórmula del Estado social y el dilema Estado de Derecho o Dictadura.

			
5. EL CONSTITUCIONALISMO CONTEMPORÁNEO. VALORES Y DERECHOS. PRINCIPIOS Y REGLAS

			Si algún elemento común puede encontrarse en el constitucionalismo que renace de las cenizas de la guerra, tal es, sin lugar a dudas, la reconstrucción del concepto de Constitución en torno a un núcleo representado por los derechos fundamentales de la persona y el principio democrático (ya no Estado de Derecho, sino Estado social y democrático de derecho) frente a la negación de unos y de otro por parte de los totalitarismos. Un ethos combativo en defensa de la democracia y una nueva cultura del constitucionalismo de los derechos exigía una adaptación y puesta al día del lenguaje, con el fin de asentar sobre bases más sólidas el potencial libertador considerablemente menguado a lo largo del decurso histórico del Estado Constitucional.

			En el plano internacional el nuevo comienzo está simbolizado, mejor que en ningún otro sitio, en el artículo que abre la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Carta aprobada en 1948, en la ciudad norteamericana de San Francisco, con pretensiones de rescatar a lo que hoy llamaríamos la «sociedad civil global» de la jungla hobbesiana a la que le habían conducido la guerra. «Todos lo seres humanos —﻿se lee allí﻿— nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.» A una razón para perseguir el ideal de la sociedad (y el Derecho) justos —﻿podríamos apostillar﻿— le corresponde una conciencia del horror padecido, lo que lleva a proscribir para siempre medios o fines que resulten incompatibles con la dignidad única e irrepetible de todos y cada uno de los individuos de la especie humana.

			Y en el plano interno, el lenguaje constitucional acusará también de manera decisiva el impacto de las nuevas circunstancias: «la dignidad de la persona es intangible. Respetarla y protegerla es obligación de todo poder público», dice el artículo 1.1 de la Constitución alemana de 1949. Y dos párrafos más allá, en el mismo artículo inicial: «Los derechos fundamentales que se expresan a continuación vinculan a los poderes legislativo, ejecutivo y judicial a título de derecho directamente aplicable.» No son fórmulas vacías, sino compromisos incrustados en el frontispicio mismo de las cosas, con la intención de resaltar que antes que las instituciones y el derecho, incluso antes que el «derecho de los derechos» está el compromiso de un punto de vista, de una estimativa constitucional (Lucas Verdú) concebida para ejercer un influjo irradiante sobre el conjunto de lo que tradicionalmente se llamaban las partes orgánica y dogmática de la Constitución, dirigiendo la aplicación de ésta en una determinada dirección: la que siendo compatible con los valores proclamados, los lleve a efecto en la mayor medida posible.

			Bien entendido que no hablamos de una fundamentación que sitúe los valores fuera o al margen de la fuerza normativa que reclamamos para la Constitución, sino de un basamento normativamente determinante para la interpretación del texto. Quienes elaboraron la Constitución española de 1978 tenían tras ellos al menos un par de décadas de notable trabajo por parte de las jurisdicciones constitucionales alemana e italiana (y también por parte del Tribunal Supremo de los Estados Unidos, con aportaciones decisivas para la interpretación de los derechos, sobre todo a partir de la era inaugurada en 1953 bajo la presidencia del juez Warren). Y quizá por ello acertaron de lleno eligiendo una fórmula de apertura como la incluida en el artículo 1.1: «España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.» Es una afortunada síntesis en la que la forma de Estado se conecta sin solución de continuidad con la mirada o el punto de vista de cierta moral constitucional que implica un compromiso: el de promover la realización de los cuatro valores superiores que allí se mencionan. Y junto a ellos, y de nuevo como argumento de inicio de todo cuanto sigue, el artículo 10.1 (que es el que abre el Título sobre los derechos fundamentales) hace que aparezca la dignidad de la persona y «los derechos inviolables que le son inherentes» como fundamento del orden político. Por supuesto, que ésta y los cuatro valores superiores del artículo 1 encuentran a lo largo del articulado de la Constitución desarrollos y pormenores que les dotan de mayor densidad normativa que la que se deduce de su sola mención. Por ejemplo, la dignidad de la persona tiene una relación estrechísima con la mayor parte de los derechos fundamentales. Baste señalar al respecto que nuestro Tribunal Constitucional, al decidir sobre la titularidad de los derechos por parte de los extranjeros o, más precisamente, de los inmigrantes, ha utilizado tradicionalmente una línea de separación entre derechos inherentes a la dignidad de todo ser humano (en los que el legislador no podría introducir distingos sin incurrir en constitucionalidad) y derechos en los que, por faltar tal conexión, el legislador sí podría restringir legítimamente el ámbito garantizado a los extranjeros (véase, por todas, la STC 115/1987). Y lo mismo —﻿y no sólo con respecto a la conexión de los valores con los derechos, sino con muchas de las disposiciones organizativas de la Constitución﻿— podría decirse de la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

			Un buen ejercicio para comprender mejor el sentido de los valores superiores —﻿y no lo decimos sólo a efectos retóricos﻿— es elucubrar con qué le ocurriría a la Constitución si decidiéramos prescindir de todos o alguno de los valores proclamados. Esa operación de «desmontaje» teórico de algunas de las señas de identidad y garantías que hoy tendemos a dar por descontadas, como consecuencia de la feliz circunstancia de haber vivido con ellas durante largos años (desde el mismo momento del nacimiento para la mayor parte de los españoles vivos a la fecha), permite apreciar hasta qué punto están imbricados los diferentes «espacios» y mecanismos ingeniados por la Constitución.

			Y es que, puesto que sólo lo hemos apuntado de pasada, es el momento de insistir en que hoy no tiene mucho sentido dividir la Constitución en partes supuestamente organizativas y partes sustantivas o «dogmáticas». No lo tiene a efectos didácticos, pero es que además un «despiece» semejante del texto respondía a una idea opuesta a la que hoy alumbra el valor de la Constitución. El presupuesto es que habría partes de la Constitución directamente válidas y exigibles, y partes de ella que no serían más que proclamaciones (o dogmas) cuya eficacia quedaría condicionada a la medida en que fueran tomadas en serio por quienes tienen en sus manos desarrollarlas y dotarlas de sentido. No es así en el constitucionalismo de nuestros días, ni es lo que se deduce de la fórmula del artículo 9.1 que citamos al inicio del capítulo: el principio de sujeción a la Constitución se postula con respecto a toda ella y con carácter bilateral; esto es, no sólo en las relaciones verticales de los poderes públicos con los ciudadanos, sino también en las relaciones horizontales de estos últimos con relevancia en el ámbito de lo jurídico. Otra cosa es que el alcance de la eficacia normativa y las propias garantías que rodean a ciertas disposiciones alcancen niveles de mayor o menor intensidad, tal y como se aprecia, por ejemplo, en el Título dedicado a los derechos, en el que sólo una parte de ellos son tratados con los honores propios de derechos fundamentales. Pero ése es un debate en el que por ahora no hace falta entrar.

			Sí conviene, en cambio, ser consciente desde el comienzo mismo del estudio del Derecho Constitucional positivo de las diferentes texturas que pueden localizarse en el enunciado de las disposiciones constitucionales. Para ello, desde luego, el primer paso es ponerse a leer con espíritu avisado y ojo crítico. Advertiremos entonces que el estilo de una norma como la constitucional no puede ser el mismo que podríamos encontrar en la Ley de Arrendamientos Urbanos o en la de Circulación de vehículos a motor. Y una primera diferenciación básica, que ha hecho fortuna en el pensamiento jurídico de nuestros días, de la mano del filósofo del Derecho, Robert Alexy (1945), es la que separa las reglas de los principios. Los criterios diferenciadores son varios, pero lo más claro es que en el caso de las reglas estamos ante enunciados de hecho a los que se conecta una consecuencia. Si se produce el supuesto de hecho A, entonces la consecuencia es B, porque así lo establece la disposición en cuestión. El que matare a otro es reo de homicidio; el Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales (art. 101 de la CE). Se puede discutir si se ha producido el hecho (o la implicación en el mismo, en el primer ejemplo), pero no la relación de consecuencia: si A, entonces B. En el caso de los principios, por el contrario, el enunciado normativo no adopta esa forma estructural hecho/consecuencia. Los principios son más bien directrices o enunciados prescriptivos que atañen a algo que «debe ser», esto es, un modelo o ideal que aquel que los enuncia, el autor de la norma, pretende que sea, y que sea en la mayor medida posible. A esa pretensión del cumplimiento de los principios suele llamársela mandato de optimización. Por supuesto, también las reglas aspiran a ser cumplidas. Pero la diferencia radica en que mientras una regla se aplica o no se aplica (fórmula todo o nada), un principio admite modos o intensidades muy diversas de aplicación. Y mientras que en el caso de los conflictos entre reglas el intérprete debe decantarse por una de ellas en detrimento de la otra, valiéndose de los criterios tradicionales de la interpretación jurídica (si aplico la regla X prescindo por completo de la regla Y), en el supuesto de colisión de principios el intérprete no necesita sacrificar por completo uno de ellos para que prevalezca el otro, sino que, mediante un juicio de ponderación de los principios en juego, decide la medida en que los principios en conflicto deben ajustarse o atemperarse recíprocamente.

			Aunque en el Derecho, por así decir, ordinario es posible encontrar tanto reglas como principios (pensemos, por ejemplo, en el «interés del menor» del derecho de familia, o en las «exigencias de la buena fe» como principio genérico del ejercicio de derechos del art. 7.1 del Código Civil), es característico del Derecho de la Constitución el recurso abundante a los principios en sus prescripciones normativas. Aparecen a veces enunciados como tales: véase, por ejemplo, el artículo 9.3 de la CE, donde se enuncian nada menos que siete principios relacionados con exigencias básicas de un Estado (constitucional) de derecho, o el artículo 138.1, con su llamada al «principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la Constitución». Pero sobre lo que queremos llamar ahora la atención es sobre el hecho de que, lo diga o no la Constitución, el enunciado de la mayor parte de los derechos fundamentales viene realizado en forma de principios, no de reglas, lo que significa que la resolución de los conflictos que en la vida real puedan plantearse a propósito de la vigencia de los derechos fundamentales, han de resolverse no con la lógica tradicional de la subsunción (que es típica de las reglas) sino con la lógica de la ponderación (que es típica de la interpretación jurídica en el constitucionalismo de nuestros días). Incidentalmente cabe añadir que, aunque el lenguaje de los principios es el que caracteriza al reconocimiento de los derechos («toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad», «se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen», etc.), también hay derechos que aparecen expresados como reglas («en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial»). Vuelvo a hacer una llamada a la necesidad de lectura, ahora quizá intentando distinguir, dentro del Título dedicado a los derechos, dónde cabe hablar de reglas y dónde de principios.

			
6. PECULIARIDADES DE LA CONSTITUCIÓN COMO NORMA JURÍDICA. DESARROLLO E INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN

			Quien se haya embarcado en un ejercicio como el propuesto, dentro del Título sobre los derechos o fuera de él, en el conjunto de la Constitución, habrá advertido que acaso no basta con la diferenciación entre reglas y principios para captar toda la compleja variedad de disposiciones normativas presentes en la Constitución. Es lógico que así sea, puesto que con decir que la Constitución es una norma jurídica no basta para captar las dimensiones que separan a la Constitución del resto de las normas. El profesor Alejandro Nieto, en un trabajo denominado precisamente «peculiaridades jurídicas de la norma constitucional» lo expresó muy bien hace ya años al señalar que, por un lado, la Constitución es algo más que una norma y, por otro, en lo que tiene de norma es profundamente distinta de las demás normas del ordenamiento.

			Que es algo más que una norma es evidente, aunque sólo fuera por las diferencias abismales que separan la elaboración de la Constitución de la elaboración del resto de las normas. En el momento de la escritura constitucional, por más reservas que podamos tener con respecto al mito de un poder constituyente originario e incondicionado, la operación es de tanto calado como que se trata de establecer los mismos fundamentos de cuanto nos constituye como sociedad organizada, seleccionando el repertorio de las cuestiones que tenemos por básicas y eligiendo para ellas las respuestas que en ese momento se consideran mejores. La dificultad radica no sólo en seleccionar las cuestiones verdaderamente básicas, para no cargar la Constitución con estipulaciones intrascendentes o impropias, sino en el hecho de que la respuesta elegida para ellas ha de articularse como si fuera la definitiva o, al menos, lo suficientemente perdurable como para no desvirtuar el acto constituyente, degradándolo a mudable operación de ingeniería jurídica para salir del paso. La elaboración de cualquier Constitución supone un punto álgido del debate y confrontación política, cuya altura de miras se pone precisamente a prueba en el modo a través del cual el conflicto y el disenso propio de la pluralidad de argumentos con respecto a una pluralidad de problemas sin círculo cerrado de referencia, se transforman en un ámbito fijo de acuerdo establecido en un texto con vocación intemporal de permanencia.

			Quienes esperan soluciones inmediatas y de una vez por todas para los problemas políticos, acaso sentirán poco entusiasmo al comprobar que algunas disposiciones de la Constitución parecen concebidas para expresar al mismo tiempo una cosa y su contraria. Es fácil desacreditar tales contenidos como ambiguos, pero no sería justo hacerlo sin considerar que un pacto constitucional, si no se quiere que sea un trágala o imposición de una parte sobre la otra, ha de conjugar ingredientes de abstracción e indeterminación con dosis de concreción y precisión. Si se carga la mano en lo primero, la Constitución será apenas un alarde de retórica hueca que más pronto que tarde se revelará inservible para solucionar los problemas futuros. Pero si la mano se va en lo segundo, entonces es posible que parte de los destinatarios de la Constitución no se sientan reconocidos en ella o, peor aún, tiendan a percibir la Constitución como un texto hostil generado desde la intención de excluir, y no desde la voluntad de integrar.

			Téngase en cuenta además que ese carácter fundante de la norma constitucional le obliga a hacer un uso abundante de conceptos que pertenecen al núcleo mismo de la especulación política, lo que quiere decir que son conceptos cuyo significado, lejos de ser evidente, dependen de los prejuicios del lector de turno. Palabras como nación, democracia o soberanía combinan, sin duda, un ámbito de significado claro y establecido, con una zona abierta a las connotaciones subjetivas de quien pretende definirlas. Y este carácter complejo y mudable de los significados se multiplica cuando, en lugar de hablar de conceptos aislados, hablamos de las concepciones recogidas en la Constitución. «Estado social y democrático de derecho» puede significar una cosa para unos y otra distinta para otros. Y lo mismo podríamos decir de «libertad ideológica», «lengua oficial», «imperio de la ley» o cualesquiera otras de las locuciones que encontramos en cualquier Constitución. Con esto no estamos relativizando o diluyendo el significado normativo del texto constitucional. Estamos diciendo simplemente que la Constitución es una norma profundamente enraizada en el universo de lo político cuyo significado exige un esfuerzo discursivo que singulariza la interpretación constitucional con respecto a la interpretación de las demás normas del ordenamiento jurídico.

			Llegados a este punto, nos apresuramos a añadir que interpretar la Constitución no es sólo un cometido técnico de los jueces ordinarios y del Tribunal Constitucional como intérprete especializado y supremo. También interpreta la Constitución el Parlamento cuando aprueba las leyes, el funcionario que dicta una resolución con incidencia sobre derechos de los ciudadanos o incluso (aunque quizá de manera inconsciente) el particular que suscribe un contrato como consecuencia del cual, y por virtud del principio de la buena fe, está sometiendo a ciertas limitaciones su derecho a la libertad de expresión. Por descontado, que no es la misma la intensidad con la que unos y otros de los plurales intérpretes de la Constitución participan en la interpretación. Cuando es el Parlamento quien legisla, la intensidad es máxima. De hecho, un buen número de normas constitucionales se nos aparecen bajo la especie de mandatos dirigidos al legislador. Hacer un recuento de cuáles son tales disposiciones e intentar comprender cuál es el alcance de tales mandatos y cuál, en su caso, la sanción si el legislador no cumple, o lo hace de manera inadecuada o incompleta, es también un formidable ejercicio práctico para asomarse a uno de los problemas cruciales del constitucionalismo de nuestros días. De hecho, los debates sobre el significado y el sentido del control de constitucionalidad de las leyes tienen siempre como trasfondo la diferencia entre la interpretación política de la Constitución y su interpretación jurídica por parte de la jurisdicción constitucional. En la interpretación política —﻿que es la propia del legislador﻿— prevalece el entendimiento de la Constitución como un marco de referencia abierto a entendimientos plurales y con capacidad de adaptación a las transformaciones producidas por el paso del tiempo. Y el cometido del juez constitucional como intérprete de carácter supremo no puede ser sino el de establecer, mediante las técnicas de la interpretación jurídico-constitucional, los límites últimos o «líneas rojas» que el legislador no puede traspasar.

			En el debate sobre los cometidos respectivos del legislador y del juez constitucional en el constitucionalismo de nuestros días y, especialmente, sobre la medida en la que un control de constitucionalidad de carácter fuerte es compatible con el principio democrático, se olvida a veces que dicho control no discurre necesariamente por el carril binario de lo que es constitucional o resulta incompatible con la Constitución. Con frecuencia, el juez constitucional se embarca en la tarea de sugerir al legislador adaptaciones de la ley, y/o en la de indicar al conjunto de los operadores jurídicos interpretaciones (o ámbitos de interpretación) de la ley, evitando así el efecto, en cierto modo traumático, de la declaración de inconstitucionalidad. Cuando esto ocurre, el control de constitucionalidad casa más con la imagen de un diálogo por turnos entre el legislador y el juez constitucional, con el texto de la Constitución como referente compartido, que con la del choque de legitimidades entre la voluntad de los representantes del pueblo y la de unos pocos jueces.

			Cuando una Constitución es tomada en serio en su carácter de norma que nace de la política y se dirige al conjunto de la actividad social (no sólo la política) para que discurra por los caminos apropiados para avanzar hacia los objetivos señalados en la Constitución como dignos de ser perseguidos, siempre que resulten compatibles con el respeto de los derechos de la persona, su suerte depende de la voluntad sostenida de acatar lo que dispone, debido a su capacidad para continuar desempeñando en el presente las funciones que justificaron su aprobación por las generaciones pasadas.

			ACTIVIDADES

			1. ¿Cuál es la diferencia básica entre el constitucionalismo antiguo y el constitucionalismo moderno? ¿Y cuál la que separa al constitucionalismo del Reino Unido del constitucionalismo europeo-continental? ¿Hay alguna relación entre los dos pares de opuestos, antiguo/moderno, británico/continental?

			2. ¿A qué se debe el hecho de que, pese a la coincidencia aproximada de las dos Revoluciones, francesa y norteamericana, el constitucionalismo moderno cobrara una deriva diferenciada en Europa y en los Estados Unidos?

			3. ¿Hay alguna relación entre el principio de legalidad y lo que hemos llamado degradación de los ideales del constitucionalismo durante el siglo XIX?

			4. ¿Dónde radica la diferencia última entre Kelsen y Schmitt a propósito de la defensa de la Constitución? ¿En qué circunstancias históricas se produjo la polémica entre ambos?

			5. ¿Qué es lo que diferencia los principios de las reglas? ¿Qué consecuencia tiene esa diferenciación para la interpretación de la Constitución? Lea la Constitución y localice ejemplos de unos y de otras.

			6. Lea la Constitución y cite ejemplos de vocablos (o expresiones) de significado especialmente polémico. Localice mandatos dirigidos al legislador. ¿Qué relación hay entre desarrollo político de la Constitución e interpretación jurídica de la misma?
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			SUMARIO: 1. LA TRANSICIÓN POLÍTICA (EL CAMBIO DE RÉGIMEN).—﻿2. LA LEY PARA LA REFORMA POLÍTICA.—﻿3. EL PROCESO CONSTITUYENTE: UNA CONSTITUCIÓN ABIERTA Y DE CONSENSO.

			RESUMEN

			Estudio de la Transición Política, de la Ley para la Reforma Política y del Proceso Constituyente.

			
1. LA TRANSICIÓN POLÍTICA (EL CAMBIO DE RÉGIMEN)

			Uno de los episodios de nuestra la historia política más reconocidos es la forma en la que los españoles cambiaron de régimen político: del régimen autoritario del General Franco hacia otro democrático y liberal equiparable al de los países de Europa occidental. Esa transición podríamos situarla en el tiempo entre la muerte del General Franco (20 de noviembre de 1975) y la aprobación de la Constitución de 1978, si bien hay quienes lo prolongan hasta el triunfo del Partido Socialista Obrero Español en las elecciones de 1982, por ser el momento en el que se constató que la izquierda, que durante cuarenta años había sido perseguida, podía gobernar España.

			Cuando fallece Franco, un 75 por 100 de la población no había vivido la guerra civil. La sociedad española no era la de los años cuarenta y la situación económica afortunadamente tampoco: tras veinte años (1939-1959) de régimen económico autárquico, España fue abriéndose al exterior, a las inversiones extranjeras; fue creciendo la industria y el sector servicios en detrimento de la agricultura y la ganadería; aumentaron los flujos migratorios del campo a la ciudad y hacia los países europeos desarrollados en busca de trabajo, a la par que el turismo internacional comenzó a poblar nuestras costas. Este desarrollo de la economía fue conformando y consolidando una importante clase media en buena parte conformista con la situación política pero cada vez más indiferente y crítica con los valores y principios que sostenían al régimen.

			Salvo Falange Española Tradicionalista y de las JONS (Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista), que se identificaba con el régimen, el resto de las fuerzas políticas estaban declaradas fuera de la Ley. Pese a ello, sus ideas y reivindicaciones comenzaban a filtrarse entre buena parte de la sociedad (estudiantes, profesorado universitario, el clero más joven, obreros, periodistas, intelectuales, artistas, e incluso también en parte de las Fuerzas Armadas).

			De acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado (1947), una de las leyes fundamentales del régimen, tras la muerte del General Franco en la madrugada del 20 de noviembre de 1975, Don Juan Carlos de Borbón fue proclamado Rey, asumiendo la Jefatura de Estado. Su padre, Don Juan de Borbón, hijo de Alfonso XIII, aún no había renunciado a sus derechos históricos, por lo que seguía siendo el legítimo heredero de la Corona. Esa renuncia tuvo lugar el 14 de mayo de 1977.

			Don Juan Carlos mantuvo en la Presidencia del Gobierno a Carlos Arias Navarro, que la venía ostentando desde que el 19 de diciembre de 1973 el anterior presidente del Gobierno, almirante Luis Carrero Blanco, fuera asesinado por la banda terrorista ETA. El primer Gobierno de la Monarquía buscó una cierta acomodación de las Leyes Fundamentales de Franco a la nueva situación, lo que mereció las críticas tanto de los sectores más radicales del franquismo como de quienes propugnaban un cambio de régimen. Sólo duró seis meses este primer gobierno. El 1 de julio de 1976 el Rey nombró Presidente del Gobierno a Adolfo Suárez. Su elección significó una apuesta por la clase política más joven del régimen. Su carácter moderado y su habilidad para la negociación fueron muy importantes para que la transición hacia la democracia fuera posible.

			En una de sus primeras declaraciones tras tomar posesión de su cargo, Suárez advirtió que se proponía establecer las bases para que los gobiernos futuros fueran el resultado de la libre voluntad de la mayoría de los españoles; que asumía la presidencia con el propósito de establecer un juego político abierto a todos; y que un gobierno al servicio de la paz habría al mismo tiempo de respetar las leyes, tratando de que en las mismas se reconociera la realidad del país. El joven presidente dejaba entrever de esta manera sus intenciones. Pero la situación política distaba de ser clara. En aquel momento histórico, cuatro fueron, en lo sustancial, los caminos o las posturas en aquella encrucijada:

			— De rechazo a cualquier cambio que pudiera conducir a una democracia de partidos: era la posición de los sectores más adeptos al régimen de Franco. Apostaban por la continuidad, por que las cosas siguieran como estaban.

			— Seguir por la senda del continuismo pero reconociendo la necesidad de algún cambio aperturista en materia de asociaciones políticas y administración local: posición en la que se encontraba un determinado sector del franquismo menos integrista. Postulaban en este sentido una especie de «reformismo continuista».

			— De ruptura total con el régimen de las leyes fundamentales de Franco, abriendo un período constituyente donde todas las opciones políticas pudieran ser planteadas y que pudiera dar lugar a un nuevo orden político. En esta posición se encontraban fuerzas políticas muy diversas: desde la democracia cristiana a la extrema izquierda.

			— De «reformismo más avanzado», postura en la que coincidían los sectores más abiertos del franquismo y el sector más conservador de la oposición, que convenían en la necesidad de reformar el sistema abriéndolo a la democracia pero desde el respeto a la legalidad vigente. Éste fue el camino que finalmente se siguió, y que condujo no a la revisión del sistema franquista sino a su sustitución total por otro sistema distinto, el democrático. La travesía se espació en dos tiempos:

			• Aprobando en primer lugar la Ley para la Reforma Política, que permitió la celebración de las primeras elecciones libres tras el paréntesis franquista.

			• Elaborando las Cortes constituidas en aquellas elecciones la Constitución que hoy nos rige.

			
2. LA LEY PARA LA REFORMA POLÍTICA

			La Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política fue aprobada por las Cortes franquistas el 18 de noviembre de 1976 y ratificada en referéndum popular el 15 de diciembre de ese año. Fue la última de las leyes fundamentales del régimen de Franco, y «la llave que abriría con suavidad admirable el grueso y viejo candado con el que el General Franco había buscado cerrar cualquier portillo por el que desde sus instituciones autoritarias pudiese caminarse hacia la democracia» (Alzaga Villaamil): respetando el procedimiento de reforma legalmente establecido, sus disposiciones levantaron el andamiaje que condujo a las primeras elecciones democráticas tras la República, esto es, a unas Cortes elegidas por sufragio universal en elecciones libres y competitivas. Estas elecciones se celebraron el 15 de junio de 1977 y aunque no se convocaron para conformar una Asamblea constituyente, una vez reunidas decidieron la creación de una Comisión constitucional que encargó a una Ponencia la redacción del anteproyecto de la Constitución que desmontó el régimen de las leyes fundamentales del franquismo.

			Ciertamente, la Ley para la Reforma Política tan sólo tenía cinco artículos, tres disposiciones transitorias y una disposición final. De esta ley se ha dicho que fue una fina obra de ingeniería política, pues modificando aparentemente tan sólo aspectos puntuales del régimen vigente (franquista), permitió la convocatoria de unas elecciones democráticas (las del 15 de junio de 1977). Ahí estuvo la clave del proceso: en la capacidad de que las mismas Cortes franquistas aprobaran una ley que torpedeaba la línea de flotación de su propio sistema. Así, si bien para evitar suspicacias, la Ley 1/1977 evitó la inclusión de cláusula derogatoria alguna, su reducido articulado proclamaba una serie de principios que atacaban al corazón del régimen: la soberanía nacional, que se residenciaba en el pueblo; la supremacía de la ley como expresión de la voluntad popular; la inviolabilidad y la vinculación de los órganos del Estado a los derechos fundamentales de la persona; y la atribución de la función legislativa a unas Cortes bicamerales elegidas por sufragio universal (a excepción de algunos senadores, que fueron designados por el Rey).

			Como decimos, esta ley, obra intelectual de Torcuato Fernández-Miranda, Presidente de las Cortes, fue redactada con la finalidad de celebrar elecciones para unas Cortes que además de la competencia legislativa ordinaria pudieran reformar las leyes fundamentales del régimen. De hecho, la ley hacía referencia a una «reforma constitucional», atribuyendo esta iniciativa al Gobierno o al Congreso de los Diputados, exigiendo para su aprobación el voto favorable de la mayoría absoluta de ambas Cámaras.

			La Ley para la Reforma Política fue aprobada por las Cortes por mayoría de dos tercios. Fueron a favor 425 votos y tan sólo 59 fueron negativos. El 15 de diciembre de 1976 la ley fue aprobada en referéndum con el 75 por 100 de los votos. Durante décadas, las Cortes orgánicas del régimen no habían sido elegidas por sufragio universal. El cambio de fórmula electoral y el reconocimiento de ciertos derechos fundamentales abrieron las puertas de la democracia. Antes de celebrar elecciones generales se legalizaron los partidos políticos, incluido el comunista (el Sábado Santo de 1977). El 15 de junio de ese año se convocaron elecciones legislativas. Como afirmara Julián Marías, «España había sido devuelta a los españoles».

			
3. EL PROCESO CONSTITUYENTE: UNA CONSTITUCIÓN ABIERTA Y DE CONSENSO

			Las elecciones del 15 de junio de 1977 no fueron convocadas para conformar una Asamblea constituyente. Pero lo cierto es que una vez reunidas —﻿el 14 de julio de 1977﻿—, el Congreso creó una Comisión «de asuntos constitucionales y libertades públicas», que a su vez encomendó a una Ponencia de siete miembros (tres de la Unión de Centro Democrático, y uno del Partido Socialista Obrero Español, de Alianza Popular, del Partido Comunista y de la minoría catalana) la elaboración de un anteproyecto de Constitución, que fue publicado el 5 de enero de 1978. Los debates parlamentarios sobre el texto constitucional comenzaron en el Congreso de los Diputados el 5 de mayo.

			Una vez aprobado en la Cámara baja, el texto pasó al Senado en el que se modificaron algunos preceptos. Para salvar las discrepancias entre una y otra Cámara se creó una Comisión Mixta Congreso-Senado, del que resultó un texto que fue aprobado por los Plenos de ambas Cámaras el día 31 de octubre de 1978 en sesiones simultáneas pero separadas. En el Congreso la votación arrojó el siguiente resultado: votantes 345; ausentes 5; a favor 325; en contra 6; abstenciones 14. En el Senado el resultado fue el siguiente: votantes 239; ausentes 9; a favor 226; en contra 5; abstenciones 8. La Constitución fue ratificada en referéndum popular el día 6 de diciembre de 1978. Hubo un 67 por 100 de participación, con un 88 por 100 de votos positivos y algo menos del 8 por 100 de votos negativos. El 27 de diciembre el Rey sancionó y promulgó la Constitución, entrando en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, el 29 de diciembre de 1978.

			Aprobada la Constitución, las Cámaras fueron disueltas y se convocaron elecciones para el 1 de marzo de 1979, que fueron ganadas por la Unión de Centro Democrático (UCD). Investido por el Congreso y nombrado por el Rey, D. Adolfo Suárez se convirtió en el primer Presidente del Gobierno de la Constitución de 1978.

			En todo este proceso, lo más importante quizás sea subrayar que en él participaron todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria específica, que se aprobó con el acuerdo mayoritario de las Cámaras y que el pueblo posteriormente ratificó con un amplísimo apoyo en referéndum lo que anteriormente habían decidido sus representantes en Cortes.

			Se trata pues de una Constitución de consenso, querida y aceptada por la mayoría del pueblo. No es una Constitución de partido, que pudiera ser atribuida a un determinado sector ideológico del espectro parlamentario, sino una Constitución que recibió en cada una de las Cámaras el aplauso de la casi totalidad de sus integrantes. Los españoles, a través de sus representantes, fueron capaces de ponerse de acuerdo sobre determinados «asuntos» que durante mucho tiempo les habían enfrentado: el modelo de Estado (Social y Democrático de Derecho), el origen de la legitimidad del poder (soberanía popular), la posibilidad de descentralizar territorialmente el ejercicio del mismo en el marco de la indisoluble unidad de la nación española, la monarquía parlamentaria, la legitimidad de los partidos como instrumento fundamental para la participación política (democracia de partidos) o la aconfesionalidad del Estado.

			Consecuencia lógica de ese amplio acuerdo sobre la necesidad de una Constitución fue la ambigüedad con la que se redactaron bastantes de sus preceptos. Esto es, para evitar fricciones que hubiesen dificultado el consenso, se optó no por una Constitución de detalle sino por una Constitución abierta, que estableciera «un marco de coincidencias suficientemente amplio como para que dentro de él quepan opciones de muy diferente signo» (STC 11/1981, FJ 7). Lejos de establecer reglas claras y precisas, en determinadas materias se prefirió establecer las bases o principios que debieran inspirar al legislador futuro.

			Efectivamente, unas veces por la dificultad política que en aquel momento suponía tomar decisiones sobre materias en las que las posturas de las fuerzas con representación parlamentaria estaban enfrentadas, y otras por las complicaciones de técnica jurídica que algunas de ellas presentaban, no son pocas las remisiones que el constituyente hizo al legislador para que fuera éste quien terminara configurándolas. Para aquéllas de mayor calado constitucional (los derechos fundamentales y la organización institucional y territorial del Estado), la regulación posterior se reservó a la Ley orgánica, norma que en su tramitación parlamentaria requiere para su aprobación la mayoría absoluta de votos en el Congreso (art. 81.2 CE), con lo que el constituyente quiso asegurar un alto grado de consenso; para otras, no tan importantes pero también trascendentes, la reserva se confió a la Ley ordinaria.

			A la hora de redactar la Constitución, los constituyentes, además de tomar en consideración en materia de derechos y libertades lo establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en diversos tratados internacionales (por ejemplo, el Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950 o los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos, y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ambos de 1966), utilizaron como referente la experiencia constitucional alemana e italiana:

			— De la Constitución alemana de 1949 se adopta:

			• La definición del Estado como social y democrático de Derecho (art. 1.1 CE).

			• El valor de la dignidad de la persona y de los derechos inviolables que le son inherentes como fundamento del sistema político (art. 10.1 CE).

			• El modelo de moción de censura constructiva (art. 113 CE), como instrumento parlamentario de exigencia de responsabilidad política del Gobierno.

			— De la Constitución italiana de 1947 se toma en consideración:

			• Su organización territorial regional, si bien la Constitución española de 1931 ya contempló la posibilidad de un Estado territorialmente descentralizado.

			• Su modelo de justicia constitucional.

			• Su Consejo Supremo del Poder Judicial.

			• La función promotora de los poderes públicos en orden a la plenitud y efectividad de la libertad, igualdad y participación (art. 3.2 de la Constitución italiana en relación al art. 9.2 de la Constitución española).

			ACTIVIDADES

			1. ¿Quién asume la Jefatura del Estado y la Presidencia del Gobierno cuando muere el General Franco?

			2. Ubique cronológicamente el período que conocemos como «transición política».

			3. Advierta la importancia de la Ley para la Reforma Política.

			4. ¿Participó el Senado en el proceso de elaboración de la Constitución?

			5. ¿Participó directamente el pueblo español en el proceso de elaboración de la Constitución?

			6. ¿Cuándo entró en vigor la Constitución de 1978?

			7. ¿Quién presidía el Gobierno cuando se aprueba la Constitución?

			8. Explique por qué podemos afirmar que la Constitución de 1978 es un texto abierto y de consenso.

			9. ¿Sobre qué asuntos de Estado fija las bases la Constitución de 1978?

			10. ¿Tomaron en consideración los constituyentes de 1978 la experiencia constitucional italiana y alemana? Señale en caso afirmativo algún ejemplo.
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			RESUMEN

			En este capítulo se analiza la estructura y principales características de nuestra Constitución. Igualmente, de modo sucinto, se señala cuáles son los principios y valores superiores de nuestro sistema constitucional y se analizan los rasgos definitorios de nuestro Estado social y democrático de Derecho.

			
1. ESTRUCTURA

			Nuestra Constitución está compuesta por 169 artículos, cuatro disposiciones adicionales, nueve transitorias, una derogatoria y una final. Consta de un título preliminar en el que se recogen las señas de identidad del Estado español y de su ordenamiento jurídico y diez más dedicados, respectivamente, a los derechos y deberes de los españoles, la Corona, las Cortes Generales, el Gobierno y la Administración, las relaciones entre las Cortes y el Gobierno, el Poder Judicial, Economía y Hacienda, la Organización territorial del Estado, el Tribunal Constitucional y la reforma de la Constitución.

			Esos títulos van precedidos por un Preámbulo. En los textos constitucionales, el Preámbulo tiene una extraordinaria importancia en cuanto que tiende a proclamar un conjunto de ideas que luego se plasman en los preceptos constitucionales como verdaderas normas dispositivas. Es verdad que no es un texto con fuerza jurídica inmediata para obligar, que no tiene por tanto eficacia jurídica, pero no es menos cierto que se trata, como señala Raúl Morodo, de una declaración solemne de intenciones que formula colectivamente el poder constituyente que, por eso, tiene gran valor jurídico-político, especialmente para el Tribunal Constitucional y los demás tribunales a la hora de buscar una interpretación auténtica del significado de los preceptos constitucionales. Entre las proclamaciones que aparecen en el Preámbulo de la Constitución de 1978 están la garantía de la convivencia democrática del pueblo español, la consolidación de un Estado de Derecho, la defensa de los derechos humanos de los españoles y de la propia idiosincrasia de los pueblos de España y el establecimiento de una sociedad democrática avanzada.

			De esta estructura formal llama la atención la novedad que supone en nuestro constitucionalismo histórico la regulación de ciertas materias como son el Tribunal Constitucional, la organización territorial del Estado y las relaciones entre el Legislativo y el Ejecutivo, así como la ubicación dada a la Corona —﻿Título II﻿— y a la organización territorial del Estado. Las dos primeras materias aparecen reguladas por vez primera en la Constitución de 1931, mientras que la tercera nunca antes había sido normada por ninguna Constitución española. En relación al orden atribuido a los distintos títulos, conviene significar, por un lado, el lugar preferente que se le atribuye a la Corona —﻿primero de los títulos dedicados a la parte orgánica de la Constitución, esto es, de aquella referida a la organización de los órganos constitucionales﻿—, precedencia que sistemáticamente puede estar justificada por la condición de poder de relación y moderación que es la institución, y, por otro, que la organización territorial del poder se recoja inmediatamente después de la regulación de los órganos constitucionales y no en un lugar preferente más natural al contenido del título que es atinente a la distribución territorial del poder político —﻿tal y como ocurriera en la Constitución de la Segunda República, en la que aparecía en el Título I con el rótulo de «organización nacional»—, posición que, como ha indicado parte de la doctrina, no parece estar exenta de cierta significación política.

			Hay que señalar que las disposiciones adicionales y transitorias de la Constitución están dedicadas, en su mayor parte, a problemas de ordenación territorial, siendo solamente las transitorias octava y novena las que articulan el tránsito al nuevo régimen político que diseña. Junto a ello, la disposición derogatoria viene a confirmar la eficacia normativa de la Constitución dejando sin efecto las anteriores Leyes Fundamentales —﻿que expresamente no habían sido derogadas por la Ley para la Reforma Política﻿— y todas aquellas disposiciones legales que le sean contrarias. Por último, la disposición final previene la vigencia inmediata del texto constitucional y su publicación en las demás lenguas de España además del castellano.

			
2. CARACTERÍSTICAS

			Se pueden predicar las siguientes características de nuestro actual texto constitucional:

			a) Es una Constitución fruto del consenso político. Es, sin duda, la cualidad más señalada de nuestra Constitución, tal como hemos señalado en el capítulo anterior, lo que equivale a decir que fue el principio de acuerdo y negociación el que presidió el procedimiento de su elaboración, y que, por tanto, el grado de aceptación política del régimen que diseña tiene una opinión generalizada favorable entre las fuerzas políticas y entre los ciudadanos españoles. Este consenso versó, entre otras materias, acerca de las siguientes:

			— los valores básicos sobre los que asentar el ordenamiento constitucional;

			— una extensa tabla de derechos y libertades suficientemente garantizados;

			— estabilidad de las relaciones entre las Cortes y el Gobierno;

			— carácter abierto de la organización territorial del Estado;

			— posibilidad de reforma del texto constitucional que afecte, incluso, a sus núcleos esenciales pero que exija un muy amplio acuerdo.

			Es por ello un consenso que, sin lugar a dudas, no se ha dado nunca en la historia del constitucionalismo español, caracterizado por la imposición del texto constitucional de unos españoles a otros.

			b) Es una Constitución de origen popular. Teniendo en cuenta los sujetos que las producen, las constituciones aparecidas después del siglo XVIII pueden ser de carácter monárquico o popular. Las primeras son las denominadas Cartas, que, a su vez, pueden ser concesión unilateral del Monarca o pacto del mismo con una asamblea representativa del pueblo. Las segundas son aquellas que tienen como presupuesto el valor político dominante del pueblo, en directa referencia a la teoría de la soberanía popular, de manera que es una Asamblea Constituyente la que gesta el texto constitucional. Éste es el caso de la Constitución española de 1978, surgida de las Cortes Constituyentes elegidas por el pueblo español en 1977.

			c) Es una Constitución normativa. Desde el punto de vista ontológico, no ha de caber duda que la Constitución española de 1978 es de carácter normativo. Prueba de ello es el reconocimiento de su fuerza vinculante como superior norma jurídica que hace su artículo 9.1 tanto para ciudadanos como para los poderes públicos, de manera que el cumplimiento de sus preceptos es obligado para unos y otros y, en consecuencia, su infracción, antijurídica.

			d) Es una Constitución escrita. Como reconoce Paolo Biscaretti di Ruffia, con la expresión «Constitución escrita» se puede describir aquel ordenamiento en el cual las normas materialmente constitucionales resultan estar recogidas en un texto solemne, único y normativo. En contraposición a tal tipo de Constitución está la «Constitución consuetudinaria», como aquella que forja su ordenamiento esencial en normas consuetudinarias y no escritas, y del que es clásico ejemplo la de Gran Bretaña. Hoy día casi todas ellas son escritas, de suerte que incluso las de marcado carácter consuetudinario tienden a difuminar su carácter porque cada vez más norman por escrito sus disposiciones fundamentales —﻿es el caso de Gran Bretaña, en la que las leyes electorales y los Parliament Acts son ya normas escritas, conviviendo todavía con normas consuetudinarias de Common Law—. Es obvio que la Constitución española es escrita.

			e) Es una Constitución extensa. Estamos en presencia del texto constitucional más extenso en nuestra historia constitucional después del de 1812. Tradicionalmente se ha venido distinguiendo por la doctrina entre dos tipos de constituciones en función de su extensión, de orientación restrictiva y de orientación extensiva. El primer tipo sería aquel que preconiza la existencia de textos lacónicos, en tanto que el segundo justifica la existencia en los mismos de los principios esenciales del ordenamiento jurídico, político y social del Estado con abundancia y precisión de reglas. Sin ningún género de dudas, la Constitución española de 1978 sería de orientación extensiva y no restrictiva, lo que hace que se parezca a una Constitución-programa más que a un pacto constitucional de amplio consenso, con los inconvenientes de toda índole que tal extensión conlleva, materiales porque resulta más difícil conseguir un acuerdo social básico, y formales, habiendo dado lugar esta excesiva extensión a formulaciones jurídicamente imprecisas, a reiteraciones innecesarias, a duplicidad en la regulación de un mismo supuesto y a expresiones vacías de contenido.

			f) Es una Constitución rígida. Se dice que una Constitución es flexible cuando las modificaciones del texto constitucional se producen sin ajustarse a procedimientos específicos —﻿por lo común recurriendo a la legislación ordinaria﻿— y que es rígida cuando para la revisión se requieren órganos o procedimientos particulares preestablecidos que tienden a garantizar el régimen político diseñado. La Constitución española pertenece a la segunda clase porque en su Título X establece procedimientos específicos de reforma de la misma, uno de carácter general —﻿aplicable a todos los preceptos constitucionales salvo que integren el título preliminar, el Título II o la sección primera del Capítulo II del Título I﻿— y otro de carácter agravado porque afecta a lo que la misma entiende son los núcleos esenciales del texto —﻿las materias que se acaban de describir como exceptuadas del procedimiento común﻿—.

			g) Es una Constitución polivalente. Es una polivalencia deliberadamente buscada por el constituyente para facilitar la convivencia en el marco constitucional de distintas opciones políticas. En su sentencia 11/1981, de 8 de abril, el propio Tribunal Constitucional lo ha subrayado indicando que «[...] la Constitución es un marco de coincidencias suficientemente amplio como para que dentro de él quepan opciones políticas de muy diferente signo [...] de manera que las opciones políticas y de gobierno no están previamente programadas de una vez por todas [...]».

			h) Es una Constitución completa. Regula con pretensión de ser completa los principios constitucionales, la forma de Estado, la organización y funcionamiento de los órganos constitucionales y los derechos, libertades y deberes básicos de los ciudadanos. No es incongruente con esta característica —﻿como pone de manifiesto parte de la doctrina﻿— el hecho de que la Constitución realice repetidas remisiones a leyes orgánicas para la regulación de determinadas materias, toda vez que esta reserva reforzada de ley en nada afecta a esa normativa esencial mínima dogmática y orgánica que contiene la misma como marco jurídico-político de actuación de ciudadanos y poderes públicos.

			
3. PRINCIPIOS Y VALORES SUPERIORES

			Por otra parte, conviene señalar que los principios básicos del sistema constitucional se encuentran recogidos en el Título Preliminar de la Constitución. Dejando para un más detenido análisis de posteriores lecciones otros principios políticos ejes del régimen que se diseña, que son las señas de identidad de la propia Constitución —﻿los principios de Estado social y democrático de Derecho, Monarquía parlamentaria como forma de gobierno y Estado Autonómico﻿—, se puede distinguir entre valores superiores y principios que informan el ordenamiento jurídico, si bien de éstos daremos debida cuenta en un epígrafe posterior.

			En relación a los valores superiores del ordenamiento jurídico, se debe reseñar que en el artículo 1.1 de nuestra Carta Magna ya se dice que España, constituida en Estado Social y Democrático de Derecho, propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. Son éstos los ideales que nuestra comunidad humana ha decidido erigir como sus máximos objetivos a desarrollar, siendo por eso que el Estado que se constituye los proclama como horizonte utópico por conquistar. Además, estos valores contribuyen de manera decisiva a dotar de legitimidad axiológica a la propia norma superior en el entorno cultural occidental en que se mueve. Estos valores descansan en la idea humana de respeto a la dignidad de la persona, a los derechos inviolables que le son inherentes, al libre desarrollo de la personalidad, a la ley y a los derechos de los demás —﻿art. 10.1 CE﻿—. A estos valores se les debe de reconocer eficacia jurídica, al tratarse de cláusulas normativas generales que establecen fines a alcanzar y que encuentran una protección reforzada en nuestro ordenamiento constitucional —﻿recuérdese su ubicación﻿— y cuya vulneración puede llevar a justificar que se plantee un recurso ante el Tribunal Constitucional.

			El valor libertad presenta una doble dimensión:

			a) organizativa de la colectividad, de manera que este valor es la raíz de muchas de las reglas del juego democrático (por ejemplo, elecciones periódicas);

			b) estatutaria de la persona, desde una triple óptica: como autonomía de actuación en grupo, como participación en la actividad política y como prestación exigible al Estado.

			El valor igualdad cuenta con una dimensión formal —﻿igualdad ante la ley y no discriminación, descrita en el art. 14 CE al modo clásico﻿— y otra material —﻿exige de los poderes públicos una tarea de promoción de las condiciones que hagan real y efectiva esa igualdad del hombre y de los grupos en que se integra, tal y como concibe el art. 9.2 CE﻿—.

			El valor justicia, «dar a cada uno lo suyo» ha de ser tenido, no sólo como valor en sí mismo considerado, sino, además, medida de los demás valores jurídicos y sociales por cuanto que contribuye a conformar el comportamiento social.

			Finalmente, el valor pluralismo político supone el reconocimiento de diversidad de opciones y opiniones que pueden convivir en un marco democrático como el que configura la Constitución.

			
4. EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO

			El constituyente español de 1978 sintetizó en el artículo 1.º de la Ley Suprema la naturaleza del Estado, los valores que le inspiran, donde reside la soberanía y la forma política del mismo. Ese precepto constitucional es, en palabras de Lucas Verdú, una norma de apertura constitucional, en cuanto que «constituye al Estado; lo configura, normativa e institucionalmente, en el nivel fundamental que cimenta todo el ordenamiento jurídico».

			Esta norma de apertura contiene una decisión político-constitucional que constituye la refundación del Estado español al trazar la configuración jurídico-política del mismo, en el marco además de una concreta fundamentación ideológica y valorativa. El artículo 1 expresa de esta manera una serie de opciones matrices, «decisiones constitucionales fundamentales», en palabras de Carl Schmitt, que representan el basamento último del sistema.

			En este artículo de nuestra Constitución se concilian los principios del Estado social de Derecho con los principios y garantías formales propios del Estado liberal-democrático. García Pelayo disecciona la fórmula en tres componentes a los que considera en constante interacción: a) el objetivo social; b) la concepción democrática del poder; c) la sumisión de ambos términos a la disciplina del Derecho. Estos tres componentes se hallan permanentemente interrelacionados, implicación que ha de llevar a la cancelación de los antagonismos democracia formal/democracia social y liberalismo/democracia. Como señala Lucas Verdú, el artículo 1 «sintetiza el techo ideológico, la organización jurídica y la estructura social».

			Así pues, el principio democrático legitima y racionaliza el ejercicio del poder, reforzando y concretando, por tanto, la proyección social del Estado de Derecho. Por otra parte, el Estado Social de Derecho supone un intento de adaptación del clásico, y liberal, Estado de Derecho a unas nuevas dimensiones de la acción estatal y de las relaciones Estado-sociedad. El Estado Social redimensiona los criterios axiológicos y políticos que se hallan en la base del Estado de Derecho. La fórmula Estado de Derecho vendría a constituir la idea matriz del artículo 1.1, siendo los demás adjetivos adicionales a la misma que la perfilan con mayor precisión.

			Para un mejor entendimiento, debemos detenernos, aunque sea sucintamente, en las distintas transformaciones que ha ido experimentando el Estado Liberal hasta llegar al tipo de Estado que define el artículo 1.º de la Constitución española como social y democrático de Derecho. Analicemos, pues, las características de cada uno de estos tipos de Estado que responden a distintos momentos evolutivos del Estado Liberal hacia el moderno Estado constitucional.

			
4.1. ESTADO DE DERECHO


			El Estado Liberal comienza siendo Estado de Derecho. Éste es Estado «sometido al Derecho», Estado cuya actividad queda sometida al control jurídico. Nace vinculado al Estado liberal y construido sobre la doctrina del «imperio de la ley». En este sentido, el Estado liberal de Derecho se muestra como expresión de una clase dominante que es la burguesa. La instauración de los regímenes liberales trae consigo la generalización de la fórmula «Estado de Derecho», cuya primera más importante plasmación jurídica se halla en el articulado de la Declaración de los Derechos del hombre y del ciudadano de 1789. En este texto encontramos la proclamación de la absoluta primacía de la ley, en cuanto expresión de la voluntad general (arts. 3 y 6), así como la exigencia de la separación de poderes y de la garantía de los derechos (art. 16).

			El «Estado de Derecho», expresión que fue acuñada con carácter definitivo por Robert von Mohl en 1832, se caracteriza por tres elementos que pasamos a explicar:

			a) Imperio de la ley. Es, sin duda, el elemento clave y definidor de esta fórmula. Esta ley ha de ser creada por el órgano representativo que expresa la voluntad popular. La ley ha de ser, pues, elaborada por las Cortes Generales, las cuales han de ser elegidas mediante sufragio universal, libre, periódico y secreto. Esa ley ha de regular toda la actividad estatal, incluyendo tanto la esfera administrativa —﻿es el principio de legalidad de la Administración, garantizado con un sistema de recursos que permita reaccionar al posible afectado﻿— como la judicial, sin olvidar que todos los ciudadanos se hallan sometidos por igual a ella. En todo caso, la ley estará sometida a la Constitución y al subsiguiente control de constitucionalidad.

			Esa subordinación del poder al Derecho encuentra su plasmación más contundente en el artículo 9 de la Constitución al establecer, en su apartado 1.º, que «los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico», precisando en su apartado 3.º los principios que hacen efectiva esa subordinación, es decir, los principios de legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

			También el principio de legalidad ha dejado de tener vigencia en su sentido más clásico, matizándose la idea abstracta y genérica de la ley en consonancia con la racionalidad instrumental propia de la acción estatal de nuestro tiempo, y plasmándose en una diversidad de formas, en todo caso limitadas por una serie de valores ligados a la misma idea de Estado social.

			b) División de poderes. Esa primacía de la ley debe estar acompañada de un sistema de separación de poderes como garantía y freno de los mismos. Esta separación no ha de entenderse en un sentido absoluto, sino más bien como un sistema de distribución de funciones inserto en una red de relaciones y controles mutuos. El sentido de esta separación no es otro que el de evitar la concentración de poder, estableciendo un equilibrio que ha de redundar en beneficio del ciudadano, equilibrio del cual es pieza esencial la existencia de una Administración de Justicia plenamente independiente, así como de un proceso garantizador de las más esenciales libertades. El esquema clásico de la división de poderes experimenta una adaptación a las nuevas exigencias del Estado social, la cual se apoya en la ampliación de las áreas de actuación estatal, así como en la modificación de las relaciones entre Parlamento y Gobierno, sobre todo, tras la generalización del sufragio universal y la conversión de los partidos en los auténticos protagonistas del sistema político.

			c) Reconocimiento de Derechos y libertades fundamentales. Pero si ese imperio de la ley es el elemento clave y definidor del Estado de Derecho, el elemento fundamentador desde un punto de vista más que jurídico, axiológico, e incluso ético, es el reconocimiento y garantía de una serie de derechos y libertades que corresponden a todo ciudadano. La dignidad humana es el presupuesto de la declaración de una serie de derechos de la persona, y ése es precisamente el punto de partida del catálogo de derechos y libertades que recoge nuestro texto constitucional, al proclamar en el artículo 10 que «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social». Esa cláusula, así como el amplio catálogo de derechos y libertades, responden además a los principios de eficacia inmediata y de interpretación más favorable, debiendo además toda ley respetar su contenido esencial. Junto a esa proclamación, y con el objetivo de darle una efectividad plena, el texto constitucional garantiza toda una serie de instrumentos de protección del conjunto de derechos —﻿especialmente reforzados en aquellos que se consideran fundamentales﻿— que vienen así a constituir la más esencial garantía del Estado de Derecho en todas y cada una de sus dimensiones.

			
4.2. ESTADO DEMOCRÁTICO


			La calificación del Estado como democrático se abre camino a finales del siglo XIX y principios del XX, momento en que se extiende el protagonismo político a la práctica totalidad de la sociedad como consecuencia de la generalización del sufragio universal. Si bien es en las primeras décadas del siglo XX cuando se produce una progresiva recepción del término, encontramos un claro precedente en el preámbulo de la Constitución francesa de 1848, en el que se proclama como democrática a la República francesa. Tras la Segunda Guerra Mundial, el uso del término acaba generalizándose y la práctica totalidad de los textos constitucionales lo recogen.

			En la historia de nuestro constitucionalismo, la Constitución republicana de 1931 proclamaba en su artículo 1.º que «España es una República democrática de trabajadores de toda clase, que se organiza en régimen de libertad y de Justicia.» El artículo 1.1 de la Ley para la Reforma Política, de 4 de enero de 1977, establecía que «la democracia, en el Estado español, se basa en la supremacía de la ley».

			Pese a que el término «democrático» ha ido adquiriendo a lo largo de la historia diferentes matices que lo han ido haciendo complejo y ambiguo, básicamente podemos identificarlo, siguiendo a Garrorena Morales, a través de una triple referencia: la radicación popular del poder y la teoría constitucional de la soberanía, la concepción plural de la sociedad y una paralela visión participativa del proceso político.

			El primero de esos principios viene a consagrarse en la fórmula equívoca que se contiene en el artículo 1.2 de la Constitución: «la soberanía nacional reside en el pueblo español del que emanan los poderes del Estado». En definitiva, a través de esta fórmula, el constituyente español quiso dejar claro dos elementos:

			1.º La soberanía del pueblo, del que emanan todos los poderes del Estado.

			2.º Que la referencia a la «soberanía nacional» lo que pretende es aludir al Estado como un solo sujeto, garantizando la «unidad» del Estado a la que se hace referencia en el artículo 2 CE e impidiendo que las «nacionalidades» y «regiones» reclamen para sí el atributo de la soberanía.

			En segundo lugar, la definición del Estado como democrático implica una concepción plural de la sociedad en los campos jurídico, político, económico, social y cultural. Así, el artículo 1 de nuestra norma básica proclama como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico el pluralismo político. En el mismo Título Preliminar se recogen las instituciones que mejor reflejan ese carácter, a saber, los partidos políticos (art. 6), los sindicatos y asociaciones empresariales (art. 7). Son numerosas las referencias a esta visión plural, tales como el artículo 9.2, el 16.3, el 36 o el 51.1, sin olvidar el artículo 22 que reconoce el derecho de asociación.

			Por último, es lógico que si todos los poderes del Estado han de emanar del pueblo, se garantice el derecho de todos los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, bien directamente o a través de representantes (art. 23 CE). Junto a esta directa manifestación, aparecen otras muchas en el texto constitucional, tales como la participación de los ciudadanos en la vida política promoviendo la iniciativa legislativa popular (art. 87.3), ejercitando el derecho de petición (arts. 29 y 77) o votando un referéndum (art. 92), la participación en la Administración de Justicia a través del Jurado o en el ejercicio de la acción popular en procesos penales (art. 125) o la participación en la Administración Pública (art. 105). Además, el artículo 9.2 sitúa como un deber de los poderes públicos «facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social».

			
4.3. ESTADO SOCIAL


			A partir, fundamentalmente, de la Primera Guerra Mundial, y tras la depresión económica del 29, las estructuras del Estado se transforman, incrementándose la intervención del mismo en la sociedad, dando lugar a lo que se conoce como «Estado social». La nueva función del Estado, correspondiente a un determinado momento económico desarrollado bajo las directrices del neocapitalismo, supone un intento de adaptación del mismo a las grandes transformaciones sociales y económicas de las sociedades industriales y post-industriales. La sociedad dejará de ser un ámbito aislado y autorregulado para pasar a ser regulada y estructurada, directa o indirectamente, por la acción estatal.

			El Estado social se responsabiliza de la llamada por los alemanes «procura existencial», concepto acuñado por Forsthoff y que supone, como señala García Pelayo, la responsabilidad por parte del Estado «de llevar a cabo las medidas que aseguren al hombre las posibilidades de existencia que no puede asegurarse por sí mismo». Esta procura existencial se extiende directa o indirectamente a la generalidad de los ciudadanos, materializándose en una serie de prestaciones y medidas al hilo siempre de la concreta coyuntura económica y social, siendo por eso que gana la consideración de Welfare State o Estado de bienestar. Este nuevo campo de acción lleva a que el Estado abandone su actitud pasiva y abstencionista —﻿típicamente liberal﻿— con el objetivo de regular y orientar el proceso económico, convirtiéndose en los que García Pelayo denomina «Estado mánager», pasando a ser un Estado prestacional. Frente a la inhibición anterior, la acción estatal pasa a ser intensa, encuadrándose en una dinámica de protección a la sociedad. El Estado se convierte en el empresario más importante de la economía nacional, adoptando, además, una función reguladora y de definición de los objetivos económico-sociales a insertar en la concreta política de un país. Y esta actuación del Estado no debe entenderse como un conjunto de medidas aisladas, sino más bien como una continua intervención y regulación insertas en un programa no sólo de resultados inmediatos, sino más bien de perspectivas a largo plazo.

			Lucas Verdú subraya la perspectiva ética del Estado Social. El principal problema del Estado Social de Derecho no es otro que el «crear una situación de bienestar general que garantice el desarrollo de la persona humana y respete el ordenamiento jurídico».

			Tomando como referentes el artículo 1 de la Constitución francesa de 1946 y el artículo 20.1 de la Ley Fundamental de Bonn, la Constitución española incorpora en su artículo primero el calificativo «social», proyectándose esta calificación en una serie de consecuencias a lo largo de todo el texto constitucional. Éstas entroncan con lo que sería la redimensión de las funciones estatales, las cuales adquieren una nueva vertebración en torno a las ideas de intervencionismo y tutela de la economía, asistencia y remodelación social.

			En los Capítulos XXI y siguientes de este Manual se desarrollan con profundidad las manifestaciones del Estado social en nuestra Constitución.

			
5. EL ESTADO AUTONÓMICO

			
5.1. LAS FORMAS DE ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO


			El Estado europeo, en sus orígenes, fue un Estado unificador de todos los poderes intermedios del Antiguo Régimen. En él se llevó a cabo una unificación del poder, de la población y del territorio. Tras la crisis del feudalismo, emerge el Estado moderno, que trata de unificar todos los elementos que se hallaban disgregados en la época feudal. El poder estatal soberano se constituyó históricamente por una centralización progresiva de las prerrogativas del poder público que durante el Medioevo se hallaban esparcidas en centros de decisión política autónoma. La existencia de un centro exclusivo de decisión política para todo el territorio nacional llevó consigo la presencia del poder estatal en todas las partes del territorio. El desarrollo de las ideas democráticas, y el consiguiente reconocimiento de un pluralismo social y político, llevó a una reacción frente al Estado unitario europeo. Esta reacción se produce a través de dos experiencias, la americana y la europea. La primera surge de la necesidad de aunar esfuerzos en la Guerra de la Independencia frente a Inglaterra. En la Constitución federal de 1776 asistimos a la invención del Estado Federal. En Europa, los Estados federales van a ser el resultado del proceso de descomposición del Antiguo Régimen y la correlativa imposición del Estado constitucional (Suiza, Alemania).

			Desde un punto de vista teórico, podemos distinguir tres formas jurídicas de Estado:

			1.º El Estado unitario.

			2.º El Estado federal.

			3.º El Estado regional.

			El Estado unitario. Se caracteriza porque existe un único centro decisorio constituyente y legislativo. Puede ser de carácter centralizado o descentralizado. En el primero hay una total unicidad política, superpuesta a una total unificación administrativa de tipo jerárquico piramidal. La ejecución de las leyes y la gestión de los servicios dependen de unos mismos órganos.

			Las características del Estado unitario serían:

			a) La organización política es única porque consta sólo de un aparato gubernamental que lleva a cabo todas las funciones estatales. También el ordenamiento constitucional es único.

			b) La organización política abarca una colectividad unificada considerada globalmente, sin tomar en consideración las diferencias individuales o corporativas. Las decisiones de los gobernantes obligan a todos los nacionales de un modo igual (homogeneidad de poder).

			c) La organización política cubre todo el territorio estatal de un modo idéntico, o sea, sin reconocer diferencias entre las distintas entidades locales.

			El Estado unitario es compatible con una descentralización que conceda cierta independencia a las colectividades locales, sin alcanzar una autonomía local. En el Estado unitario descentralizado hay una división territorial de órganos y un reparto de funciones meramente administrativo. Pero el centro de decisión política sigue siendo único.

			El Estado federal. Supone el reconocimiento de varios centros constituyentes y legislativos dentro del Estado. El Estado federal contiene una pluralidad de ordenamientos constitucionales, dentro de un ordenamiento constitucional superior al que están subordinados pero del que también participan.

			El Estado regional. Se reconocen unas entidades que disponen de ciertos grados de autonomía, manteniéndose el principio de unidad estatal. Dichas entidades tienen determinadas capacidades de autogobierno, tanto a nivel ejecutivo como, en ocasiones, legislativo. Por una parte, existe el poder político constituyente nacional, que tiene lógicamente también sus competencias legislativas establecidas por la Constitución, y, por otra parte, existen comunidades territoriales llámense regiones o nacionalidades —﻿otros centros de decisión política﻿—, con competencias exclusivamente legislativas concedidas por la misma Constitución. Estas comunidades territoriales son entes dotados de autonomía legislativa y que tienen una personalidad jurídica distinta de la del Poder político central.

			Sin embargo, hay autores que consideran que sólo existen dos tipos de Estado, el unitario y el federal, siendo el regional o autonómico una subespecie del federal. Hay quien incluso concreta el concepto de Estado federal en el mayor grado de protección constitucional que encuentra la autonomía de sus miembros, protección que se concreta en la rigidez constitucional y en un sistema de justicia constitucional encargada de resolver los conflictos entre las distintas unidades políticas.

			
5.2. EL ESTADO AUTONÓMICO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			El problema regional fue uno de los más difíciles de solventar en el proceso constituyente. Dio lugar a uno de los títulos más deficientes de la Constitución, el Octavo.

			Desde mediados del siglo XVIII el problema de la integración territorial ha estado permanentemente mal resuelto. Las Cortes constituyentes de 1978 tenían que ser sensibles a la realidad diferenciada de distintos territorios integrantes del Estado español. En dicho proceso no hubo una concepción global y única. Eran diferentes los modelos de distribución territorial del poder que defendían los grupos políticos con representación en las Cortes Constituyentes, manteniéndose en el debate desde posiciones claramente unitarias que reconocían, todo lo más, una mínima descentralización administrativa —﻿es el caso, por ejemplo, de Alianza Popular﻿— hasta posturas que incluso iban más allá del modelo federal —﻿así los nacionalistas catalanes y vascos propugnaban un pacto entre naciones con competencias exclusivas del Estado central y residuales de las Comunidades Autónomas﻿—, pasando por un modelo unitario si bien más abierto que sostenía UCD o por los clásicos postulados federales que mantenían PSOE y PCE. Finalmente, y de la mano del consenso político que reinó en casi todo el proceso constituyente se optó por no establecer un modelo rígido y cerrado de distribución territorial del poder político, que permitiera una definición más precisa del legislador. Se puede decir que nuestra Ley Suprema es al respecto simplemente una norma de reorganización del Estado, y así, contempla la apertura de un proceso político y, en consecuencia, incluye los elementos a partir de los cuales habrá de configurarse el modelo territorial del Estado español.

			La Constitución reconoce a la autonomía, en su artículo 2, como un derecho que tienen las nacionalidades y las regiones y, en su artículo 137, como un principio de organización territorial del Estado.

			Como todo derecho, está a disposición de los titulares del mismo, que han de ejercerlo en los términos previstos en la Norma Suprema. Por lo tanto, lo que caracteriza al modelo territorial del Estado que se diseña en la Constitución es que es abierto, en función de la disposición que hagan los territorios que deseen acceder a su autonomía del derecho que la Constitución les reconoce en distintas vertientes: de cara a optar o no al autogobierno; para escoger una u otra vía de acceso a ese autogobierno; para asumir más o menos competencias; para la fijación de distintos elementos definitorios como pueden ser el territorio y las instituciones propias. Los límites de ese derecho son, como ha señalado nuestro Tribunal Constitucional —﻿así, STC 25/1981﻿—, los principios que informan el régimen autonómico.

			Nuestro modelo de Estado no puede configurarse ni como un Estado unitario, ni como Estado federal, ni como Estado regional. Tiene un carácter abierto y contiene elementos de todos ellos, aunque la evolución parece llevarnos hacia un Estado federal: así, parece tomar del federalismo la opción por el autogobierno político que hace en el artículo 134, del Estado unitario el reconocimiento que hace de una sola nación, la española, en su artículo 2.º y del Estado regional la participación del Estado en la formación de la norma básica del territorio autónomo, el Estatuto de Autonomía, hasta el punto de aprobarse el mismo como ley estatal.

			El artículo segundo de nuestra Norma Básica dispone que: «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas». Desde este precepto podemos extraer los Principios que informan el Estado Autonómico y que son los de unidad, autonomía y solidaridad. Es menester hacer un análisis por separado de cada uno de ellos para entender el alcance de tal precepto:

			A) Principio de unidad. Como ha reiterado el Tribunal Constitucional, la Constitución parte de la unidad del Estado español, la cual se traduce en una organización para todo el territorio. Este principio tiene varias manifestaciones:

			1.ª La proclamación de la soberanía nacional como atributo del pueblo español y no de cada uno de sus territorios que se hace en el artículo 1.2 de la Constitución.

			2.ª La proclamación de la unidad global del ordenamiento jurídico, en cuyo vértice se sitúa la Constitución. Es por ello que España jurídicamente proyecta hacia el exterior una única personalidad y cuenta hacia dentro con un patrimonio jurídico común —﻿por ejemplo, los derechos fundamentales﻿— que es protegido por órganos judiciales generales —﻿Poder Judicial y Tribunal Constitucional﻿—.

			3.ª La unidad en el campo económico (arts. 131.1, 138.2 y 139.2 de la Constitución): como ha señalado el Tribunal Constitucional, un único orden económico nacional es el presupuesto para que el reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas no produzca resultados disfuncionales.

			4.ª La atribución residual de competencias que hace la Constitución en favor del Estado cuando las distribuye entre el mismo y las Comunidades Autónomas en los artículos 148 y 149.

			5.ª La facultad que el artículo 150.3.º de la Constitución le atribuye al Estado para poder dictar leyes armonizadoras de las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas.

			6.ª Las diversas posibilidades de control de la actividad de la Comunidad Autónoma que le reconoce el artículo 153 de la Constitución al Estado.

			7.ª El reconocimiento de la Corona como símbolo de la unidad y permanencia del Estado que hace el artículo 56 de la Constitución.

			B) Principio de autonomía. Nuestra Constitución en su artículo 2 reconoce la autonomía como un derecho que tienen nacionalidades y regiones para la gestión de sus propios intereses y, también, en su artículo 137 como un principio de organización del Estado. Este último precepto establece que: «El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses». Por otro lado, el artículo 143.1, al hablar del ejercicio del derecho a la autonomía, habla de autogobierno.

			De la jurisprudencia del Tribunal Constitucional podemos extraer algunas características de este principio:

			1.º Se trata de un concepto jurídico indeterminado.

			2.º Es un poder limitado, de manera que, como señala la STC 25/1981, no puede atentar contra los principios que informan el régimen autonómico, pero igualmente es debido, es decir, resulta obligatorio cuando se ha alcanzado y tiene que ser respetado por el Estado.

			3.º La autonomía lo es en función del interés respectivo, de suerte que se la puede caracterizar como optativa —﻿se puede acceder o no al autogobierno, a través de distintas vías y con competencias distintas﻿—, general —﻿se predica como posible para todos aquellos territorios que cuenten con las condiciones constitucionalmente exigidas para el acceso﻿— y gradual —﻿permite la profundización en el autogobierno de la Comunidad Autónoma a través del aumento progresivo de sus competencias﻿—.

			4.º La naturaleza política de la autonomía de las Comunidades resulta innegable. En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha dicho que la Constitución reconoce diversos grados de autonomía: el Estado es titular exclusivo de la soberanía, las Comunidades Autónomas cuentan con autonomía política para la gestión de los intereses que le son propios, y las provincias y municipios tienen solamente autonomía administrativa para desarrollar esos fines particulares. Esto equivale a reconocer que las Comunidades Autónomas cuentan con autogobierno aunque el mismo no sea soberano, siendo por eso que están dotadas institucionalmente de poder ejecutivo y de poder legislativo para hacer viable esa realidad.

			El mencionado artículo 2 de la Constitución reconoce como titulares del derecho a la autonomía a dos sujetos: las nacionalidades y las regiones. Sin embargo, la misma no ofrece una definición de «nacionalidad», ni tampoco las diferencia conceptualmente de las regiones. En el debate constituyente se aprecia que con aquel término se pretendía aludir a los territorios teóricamente dotados de mayor conciencia histórica autonómica, es decir, Cataluña, País Vasco y Galicia —﻿estos territorios, vigente la Constitución de 1931, ya habían plebiscitado favorablemente proyectos de Estatuto de Autonomía﻿—. Luego ya en el Título VIII, la Constitución opta por hacer uso de un término más técnico como es el de «Comunidad Autónoma».

			C) Principio de solidaridad. El artículo 2 de la Constitución proclama dicho principio que luego es concretado por otros preceptos. Así, el artículo 138 engloba dos modalidades de realización efectiva del mismo:

			1.º El establecimiento de un equilibrio económico entre las diversas partes del territorio por el que tiene que velar el Estado. En este sentido, el artículo 158.2 prevé un fondo de compensación para corregir los desequilibrios económicos interterritoriales.

			2.º La proscripción de privilegios económicos o sociales entre las Comunidades Autónomas a través de la vía estatutaria. Igualmente, el mencionado precepto constitucional se refiere a las circunstancias del hecho insular. En este sentido, la disposición adicional 3.ª de la Constitución establece que: «La modificación del régimen económico y fiscal del archipiélago canario requerirá informe previo de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del órgano provisional autonómico».

			El principio de solidaridad, además de servir de fundamento a la cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, funciona como límite de las competencias de aquéllas y como un factor de equilibrio entre la autonomía de las nacionalidades y regiones y el principio de unidad.

			Esa cooperación puede ser intra-territorial o inter-territorial, es decir, se ha de dar entre el Estado y cada una de las Comunidades Autónomas —﻿concibiéndose al respecto por nuestra Constitución diversas fórmulas de colaboración﻿— y entre éstas entre sí —﻿por ejemplo, suscribiendo los acuerdos a que hace mención el artículo 145 de la Constitución﻿—.

			La última parte de este Manual está dedicada a un estudio profundo del Estado Autonómico, del que en este epígrafe hemos dado unas breves pinceladas.

			ACTIVIDADES

			1.º Realizar un cuadro en el que se identifiquen los diferentes apartados del Preámbulo de la Constitución como manifestaciones de los conceptos Estado de derecho, Estado democrático y Estado social.

			2.º Encontrar en el texto constitucional diez manifestaciones del concepto Estado de derecho.

			3.º Qué se entiende por parte orgánica y por parte dogmática de una Constitución. Encuadrar los diferentes títulos de nuestra Constitución en cada una de estas dos partes.

			4.º Identificar, en el texto constitucional, cinco manifestaciones de cada uno de los valores superiores que, conforme al artículo 1 CE, informan el ordenamiento jurídico español.

			5.º Realizar un «Power-Point» en el que se analicen los nueve artículos del Título preliminar y exponerlo en público.

			6.º Busca en los medios de comunicación un par de noticias que puedas relacionar, directa o indirectamente, con los valores superiores del ordenamiento jurídico proclamados en el artículo 1 CE.

			7.º Escoge y analiza aquellos artículos del texto constitucional en los que creas que se refleja de manera más evidente el «consenso» que posibilitó su redacción.

			8.º Busca por Internet las páginas web de cinco asociaciones o colectivos que reflejen el «pluralismo político» a que se refiere el artículo 1 CE.
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			RESUMEN

			Estudiamos en este capítulo la jurisdicción constitucional, la reforma de la Constitución y su defensa extraordinaria, instrumentos establecidos para salvaguardar la vigencia y aplicación efectiva de la Constitución.

			
1. PLANTEAMIENTO

			Sin que la lista sea exhaustiva, la vigencia de la Constitución podría peligrar por alguno de los siguientes motivos:

			— Porque alguno de los tres poderes del Estado, en el ejercicio de las funciones que el ordenamiento les confiere, desarrolle su potestad normativa o jurisdiccional ignorando lo que la Constitución ordena.

			— Por falta de adecuación de la Constitución a la realidad de los tiempos, ya sea porque algún precepto hubiese quedado obsoleto, porque alguna laguna quedara al descubierto, porque el desarrollo normativo de la Constitución hubiese agotado la vigencia de alguno de sus preceptos, o porque la práctica hubiese demostrado la ineficacia de alguna institución o fórmula constitucional.

			— Porque devengan circunstancias extraordinarias que alteren su aplicación efectiva.

			Para salvar estas situaciones, la Constitución contempla los siguientes instrumentos o procedimientos de defensa:

			— El control de la constitucionalidad de las leyes y de las resoluciones judiciales, función que se confía a la jurisdicción constitucional (según los ordenamientos, a los jueces y/o al Tribunal Constitucional).

			— La reforma de la Constitución: un procedimiento de revisión con el propósito de actualizarla.

			— La declaración de los estados de excepción, que trata de defender a la Constitución cuando acontecimientos imprevistos de cierta gravedad impiden o dificultan su aplicación.

			Veamos estos instrumentos comenzando por aquellos que tratan de preservar su carácter de norma jurídica, la primera del ordenamiento. Permítasenos antes unas breves consideraciones sobre los fundamentos del valor normativo de la Constitución.

			
2. LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

			
2.1. DEL ESTADO DE DERECHO AL ESTADO CONSTITUCIONAL DE DERECHO


			El artículo 1.1 de la Constitución dice así: «España se constituye en un Estado social y democrático de derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político». En este precepto podemos advertir dos partes: en la primera se identifican los elementos que definen a nuestro sistema político (un Estado social y democrático de derecho), y en la segunda se determinan los valores que han de inspirar a todas las normas de nuestro ordenamiento jurídico (libertad, justicia, igualdad y pluralismo político). Detengámonos ahora tan sólo en el concepto Estado de Derecho.

			El Estado de Derecho es un modelo de Estado que tiene como objetivo principal la defensa de los derechos de las personas y la eliminación de la arbitrariedad en la actuación de los poderes públicos. Si retrocedemos en el tiempo para indagar en sus orígenes, hemos de recordar que fue la necesidad de limitar y controlar el ejercicio del poder absoluto del Rey lo que puso en marcha la revolución francesa, y con ella el advenimiento del Estado liberal.

			La Declaración francesa de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, influenciada por la filosofía política de la ilustración —﻿Locke, Montesquieu, Rousseau, Sieyés﻿—, descubrió los instrumentos idóneos para ello: el imperio de la Ley como expresión de la voluntad general, la separación de poderes del Estado, y el reconocimiento de los derechos que se consideraban innatos a la naturaleza humana. Éstos son los rasgos de lo que años más tarde Robert Von Mohl bautizara con la expresión conocida de Estado de Derecho.

			Cuando nos referimos al imperio de la Ley queremos señalar la obligación que todos tenemos —﻿ciudadanos y poderes públicos﻿— de someternos al conjunto de normas que conforman el ordenamiento jurídico. Hoy hemos de ser conscientes de que la Constitución es la primera de las leyes a aplicar. Se trata de una puntualización importante porque en el pasado —﻿desde finales del siglo XVIII hasta principios del siglo XX— y sobre todo en Europa, la Constitución era concebida como una norma programática, esto es, como una Declaración sin carácter vinculante cuyo cumplimiento dependía exclusivamente de que el legislador así lo quisiera, de tal manera que en la práctica la fuerza de la ley superaba a la Constitución.

			Gracias a los procedimientos de control de constitucionalidad de las leyes, hoy la Constitución es jerárquicamente la norma más importante del ordenamiento, la que ocupa el vértice de la pirámide normativa, por lo que en puridad debiéramos hablar del imperio de la Constitución. Aunque no lo hagamos y al definir lo que un Estado de Derecho es nos sigamos refiriendo al imperio de la ley, lo hacemos utilizando este término en el más amplio de los sentidos, esto es, comprendiendo en él a todas las normas del ordenamiento, y en primer lugar a la «Ley de Leyes», a la «Ley Fundamental», a la Constitución. El dogma de la supremacía del Parlamento o de la soberanía de la Ley, que caracterizara al siglo XIX, deja paso, pues, como dijera García de Enterría, al dogma de la soberanía de la Constitución: «el Estado de Derecho será […] el «imperio de la Ley», «la convivencia dentro de las leyes», pero no de cualesquiera leyes o normas, sino precisamente de las leyes que a su vez se produzcan «dentro de la Constitución», por «la voluntad popular» y con garantía plena de «los derechos humanos» o fundamentales». Podemos afirmar, por tanto, que el Estado legal de Derecho (decimonónico) ha dejado paso al Estado constitucional de Derecho (de nuestros días).

			Esta subordinación de la Ley a la Constitución, y esta, en definitiva, superioridad jerárquica de la Constitución sobre el resto de las normas del ordenamiento sólo puede manifestarse cuando es posible calificar de antijurídico todo aquello que contravenga lo dispuesto en la Ley Fundamental. Por muy importantes que fueren los preceptos insertos en el código constitucional, ningún valor tendrían si su violación no estuviera sancionada. Por ello, para que la supremacía de la Constitución no sea una mera quimera es que se establecen mecanismos que garanticen su acatamiento. De poco sirven loables declaraciones de voluntad si no van acompañadas de eficaces instrumentos de defensa. Quizás esta máxima sea el principal legado del constitucionalismo norteamericano.

			
2.2. SISTEMAS O MODELOS DE CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD DE LAS LEYES


			«Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico» (art. 9.1 CE). Sin embargo, al comenzar este capítulo señalábamos cómo la Constitución puede ser atacada «desde dentro del sistema» cuando alguno de los tres poderes del Estado actúa ignorando este mandato.

			Por lo que al Poder Judicial y al Poder Ejecutivo se refiere, sus resoluciones, normas y actos podrán ser anulados mediante el sistema de recursos ante la jurisdicción ordinaria y, en su caso, mediante el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional cuando el contenido de los mismos contravenga lo dispuesto en la Constitución. En este sentido, el artículo 117.1 CE dispone que Jueces y Magistrados están «sometidos únicamente al imperio de la ley», mandato que reitera el artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando subraya la vinculación de todos los Jueces y Magistrados a la Constitución, como norma suprema del ordenamiento jurídico. También el artículo 106.1 CE recuerda al Poder Ejecutivo que sus normas y actos están sometidos al control jurisdiccional de los tribunales, pudiendo ser declarada la nulidad de unos y otros cuando sean contrarios a la ley y/o la Constitución.

			Pero lo que en estos momentos más nos interesa es hacer referencia al control de la constitucionalidad de las leyes. Como señalábamos en el epígrafe anterior, la Constitución sólo adquiere el carácter de norma jurídica superior cuando toda aquella que la contradiga pueda ser declarada nula o inaplicable. Cuando en un sistema jurídico se instauran mecanismos que lo hacen posible, cuando se establecen procedimientos de verificación de la validez de las normas, es cuando surge la jurisdicción constitucional. Como a continuación veremos, esta jurisdicción se confía en unos ordenamientos a los mismos órganos que ejercen la jurisdicción ordinaria, y en otros a un órgano que específicamente se crea para desarrollar esta función. En cualquier caso, la existencia de una jurisdicción que pueda controlar la constitucionalidad de las leyes es lo que provoca esa evolución a la que antes hacíamos referencia del «Estado legal de Derecho» al «Estado constitucional de Derecho».

			Existen tres modelos o sistemas de control de la constitucionalidad de las leyes:

			— El sistema difuso, denominado así porque son los jueces pertenecientes a la jurisdicción ordinaria los que realizan tal control, los que asumen la función de controlar la constitucionalidad de las leyes. Este sistema se establece por vez primera en los Estados Unidos de América a raíz de la Sentencia dictada por el Tribunal Supremo en el caso Marbury vs. Madison (1803).

			— El sistema concentrado, denominado así porque el control se confía a un solo órgano creado específicamente (ad hoc) para desarrollar esta función de contraste: el Tribunal Constitucional. Kelsen es su padre intelectual, y se instaura por vez primera en Europa en la Constitución austriaca de 1920, si bien este modelo ha evolucionado hacia el sistema mixto.

			— El sistema mixto, en el que si bien sólo un órgano —﻿el Tribunal Constitucional﻿— puede declarar la inconstitucionalidad de una norma con rango o fuerza de ley, todos los jueces tienen la obligación de controlar la constitucionalidad de las leyes y denunciar al Tribunal Constitucional aquellas que en el ejercicio de su actividad jurisdiccional y con ocasión de la resolución de un caso concreto consideren contrarias a la Constitución.

			
2.3. EL SISTEMA DIFUSO DE CONTROL


			2.3.1. Origen de la revisión judicial de las leyes


			Por las razones que apuntaremos más abajo, en los Estados de tradición jurídica romano-germánica el temor al gobierno de los jueces ha sido una constante hasta bien entrado el siglo XX. Sin embargo, en las colonias americanas de influencia anglosajona los presupuestos de partida fueron distintos. Ajenos a la experiencia de la monarquía absoluta y a los efectos de la revolución francesa, en ellas tuvo lugar el nacimiento de la judicial review, esto es, la posibilidad de que los jueces puedan controlar la legitimidad constitucional de las leyes, y ello a pesar de que en el ordenamiento matriz —﻿el del Reino Unido﻿— el dogma de la supremacía del Parlamento impedía, como lo sigue haciendo en la actualidad, cualquier posibilidad de remoción judicial de la actividad legislativa.

			Como es sabido, además de su Constitución histórica y consuetudinaria, la superioridad del Parlamento es lo que principalmente caracteriza al ordenamiento constitucional británico. Allí donde la Constitución es flexible, esto es, donde una ley ordinaria puede reformar la Constitución, es difícil que un juez pueda oponerse a la aplicación de una disposición legal invocando la superioridad de la Constitución. Esta supremacía explica que en el Reino Unido no se hayan introducido mecanismos de control de constitucionalidad de las leyes y, a la vez, que fuera en sus colonias americanas donde tuviera lugar el nacimiento de la judicial review, de la revisión judicial de las leyes.

			John Locke, filósofo inglés que afirmaba la absoluta superioridad del Parlamento —﻿del que se decía que podía hacer todo excepto transformar a un hombre en una mujer y a una mujer en un hombre﻿—, admitía sin embargo que el poder legislativo estaba limitado en su actuación por la ley natural. Esta doctrina, que caló profundamente en los teóricos ingleses de la «Gloriosa Revolución», fue precisamente la que desencadenó el proceso revolucionario de las colonias inglesas de Norteamérica que condujo a la declaración de independencia: sostuvieron los colonos que la legislación procedente de la metrópoli no podía vulnerar ciertos derechos esenciales fundados en la ley de Dios y en las leyes de la naturaleza, filosofía que indirectamente negaba la soberanía del Parlamento, y que junto con el viejo principio anglosajón «no taxation without representation» se esgrimió en los Congresos de Filadelfia de 1774 y de Nueva York de 1775 para rechazar el cumplimiento de ciertas obligaciones tributarias impuestas por el Parlamento inglés sin el consentimiento de los sujetos pasivos en las colonias.

			Tras la independencia, cada una de las antiguas colonias aprobaron sus nuevas Constituciones; y si bajo la tutela de metrópoli los jueces habían tenido la obligación de no aplicar aquellas normas que contradijeran las laws of the kingdon (leyes del reino), no fue extraño que ahora asumieran la potestad de declarar nulls and void (nulas e inválidas), y por consiguiente inaplicables, las normas contrarias a las nuevas fundamental laws (leyes fundamentales). De esta manera el principio inglés de la supremacía de la ley ayudó en norteamérica al nacimiento de un sistema que permitió a los jueces controlar la validez de la legislación.

			2.3.2. Características del modelo difuso de control de constitucionalidad


			En Estados Unidos los jueces están obligados a controlar la constitucionalidad de las leyes antes de aplicarlas. Esta competencia no la tienen, sin embargo, por atribución expresa de la Constitución, sino que fue fruto de una interpretación que de la Constitución hizo el Tribunal Supremo en una Sentencia dictada en 1803 en el caso Marbury vs. Madison: si el párrafo segundo del artículo VI de la Constitución proclama que la Constitución es la ley suprema del país y que los jueces están obligados a observarla por encima de cualquier otra norma, ninguna que la contravenga puede ser aplicada. Esta resolución, conocida también como «Sentencia Marshall», por ser este juez el Presidente de la Corte y el ponente de la misma, resultó crucial para la historia del Derecho público.

			A partir de entonces todos los jueces, federales o estatales, tienen el poder y la obligación de inaplicar las leyes cuando en el ejercicio de su actividad jurisdiccional consideren contraria a la Constitución la ley relevante para resolver el caso. A diferencia de los sistemas de justicia constitucional concentrada, en los que es un Tribunal especial, a través de un procedimiento especial, el que dirime la constitucionalidad o no de las leyes —﻿como seguidamente tendremos oportunidad de comprobar﻿—, el sistema americano de control se caracteriza porque esta función se confía a todos y cada uno de los jueces y tribunales. De ahí el carácter difuso que de él se predica.

			El control de constitucionalidad surge siempre en este sistema como un incidente que hay que resolver antes de abordar la solución final del caso. Esto es, antes de dictar sentencia, de resolver el proceso principal, el juez habrá de pronunciarse sobre la duda que sobre la constitucionalidad de la ley aplicable hubiere surgido. Es por lo que decimos que el control de la ley se realiza por vía incidental y que la duda surge siempre como una cuestión prejudicial. También, como el juez apreciará la constitucionalidad de la norma en función de las circunstancias que concurran en el caso concreto en el que surge la duda, se dice que a través de esta vía se lleva a cabo un control concreto de constitucionalidad, pues se valorará la validez de la norma atendiendo al resultado que su aplicación producirá en el proceso principal.

			Por lo que se refiere a los efectos de las sentencias, en el sistema difuso no hay declaraciones expresas de inconstitucionalidad: cuando el juez constata que ley es contraria a la Constitución, sencillamente no la aplica al caso concreto que está juzgando. La norma no es, por tanto, expulsada del ordenamiento, no desaparece, por lo que podría ser aplicada en otro proceso por otro juez o incluso por el mismo, si éste fundamentara su cambio de criterio. En cuanto al alcance de ese juicio negativo de constitucionalidad, la sentencia sólo afectará a las partes en el proceso, no como en los sistemas de justicia concentrada, donde, como veremos, la norma declarada nula o inválida queda eliminada del ordenamiento, razón por la que se dice que en este otro sistema las sentencias tienen efectos erga omnes.

			Con todo, hay que advertir que en los países del common law o de derecho anglosajón rige el principio stare decisis, que vincula a los tribunales inferiores a la jurisprudencia de los tribunales superiores. Esto es, cuando el Tribunal Supremo norteamericano —﻿que ocupa la cúspide de la organización judicial en los Estados Unidos﻿—, al conocer de un caso concreto inaplica una norma porque la considera contraria a la Constitución, los tribunales inferiores, si llegaran a conocer de un caso similar, tendrían que proceder de la misma manera, con lo que, en la práctica, y para ese supuesto concreto, la sentencia del Tribunal Supremo adquiere un alcance erga omnes. Este principio se convierte así en un instrumento idóneo para unificar la jurisprudencia y subsanar la previsible inseguridad jurídica a que pudiera dar lugar la mera inaplicación de una norma considerada contraria a la Constitución.

			
2.4. EL SISTEMA CONCENTRADO DE CONTROL


			2.4.1. El credo político de la Europa liberal: la fuerza rectora de la Ley y la desconfianza hacia el juez


			Es en la Constitución austriaca de 1920 cuando en Europa se instaura por vez primera un sistema de control de la constitucionalidad de las leyes. Hasta entonces no se materializó en el viejo continente la posibilidad de fiscalizar la constitucionalidad de la actividad legislativa, lo que se explica por una serie de razones históricas:

			Con la aparición del Estado moderno, la poliarquía que caracterizó a las formas preestatales de organización política es sustituida por la concentración del poder en manos del monarca. Desde finales del siglo XV hasta finales del siglo XVIII, el ejercicio del poder no estuvo sujeto a control alguno. El Rey, soberano por la gracia de Dios, sólo estaba limitado en su actuación por las leyes de origen divino.

			Con el advenimiento del Estado liberal, tras las revoluciones burguesas, se promulgaron durante gran parte del siglo XIX una serie de Constituciones que no pasaron de ser meros textos programáticos, esto es, normas tan solo orientadoras de la actuación de los poderes públicos. Adviértase que en puridad el movimiento constitucionalista no surgió con la pretensión de construir un nuevo modelo de Estado, sino básicamente con la finalidad de controlar el ejercicio del poder político, que hasta entonces estuvo en manos del Rey. En aquel sistema de fuentes no era la Constitución sino la Ley, como categoría normativa emanada por el órgano que ostentaba la soberanía —﻿bien de manera exclusiva, bien compartiéndola con el Rey﻿—, la norma que ocupaba la cúspide de la pirámide normativa. La Constitución no era más que un marco político e ideológico que ofrecía unas simples pautas de comportamiento, principalmente a los órganos legislativo y ejecutivo.

			El dogma de la soberanía parlamentaria está en el origen de todo ello. La revolución francesa surgió con la conocida pretensión de sustituir el gobierno de los hombres por el gobierno de las leyes, normas emanadas por el Parlamento que encarnaban l’expression de la volonté générale (art. 6 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 1789). Desde el momento en que se identificaba la voluntad expresada por la Asamblea legislativa con la de los ciudadanos, se consideró que lo dispuesto por ella debía primar sobre cualquier otra norma del Estado. Ninguna institución podía superponerse a la Asamblea. El guardián de la Constitución tan sólo podía ser la Nación representada en el Parlamento.

			Otra de las razones que justifica el retraso europeo en la incorporación de mecanismos de control de constitucionalidad está en la tradicional desconfianza liberal hacia los órganos judiciales. En la Francia prerrevolucionaria éstos habían mostrado una actitud conservadora y obstruccionista ante cualquier tipo de reforma, por lo que, cuando triunfa la revolución, se evita atribuirles cualquier competencia que pudiera frenar la actividad de las emergentes asambleas legislativas. Los liberales se apoyan para ello en postulados filosóficos como los de Montesquieu (El espíritu de las leyes, 1748). Para este autor, el poder judicial había de ser un poder inanimado. Esto es, a diferencia del Poder Legislativo, los jueces no son concebidos como una fuente de producción jurídica sino como meros aplicadores de la ley. La sentencia había de ser el resultado de una pura labor intelectual en la que el órgano judicial, mediante procesos mentales estrictamente lógicos, debía subsumir el supuesto de hecho del caso a resolver en la norma correspondiente. No cabía labor interpretativa alguna en el ejercicio de esta función, no estaban los jueces legitimados para aclarar el sentido de la norma en caso de duda ni menos aún para cuestionar su validez. Al poder judicial se le negaba cualquier capacidad creadora de Derecho; era concebido, en ese sentido, como un Poder neutro o nulo. Como decimos, en este pensamiento encontramos una de las causas por las que en Europa no se prevén instrumentos de control de constitucionalidad de las leyes hasta 1920, mientras que en las colonias americanas del Reino Unido, que no conocieron el modelo de Estado absoluto, el control judicial de las leyes (judicial review) se practica desde aquella famosa Sentencia del juez Marshall en 1803.

			2.4.2. Características del sistema de control concentrado (puro)


			Debido al carácter meramente programático de las Constituciones, a la fe absoluta en la racionalidad de la actividad legislativa y a la desconfianza hacia los jueces, sobre todo por las inevitables consecuencias políticas que la judicial review conllevaba, en Europa no fue hasta 1920 cuando una Constitución contempló la posibilidad de controlar la constitucionalidad de una ley.

			Concretamente, la tesis americana de la higher law se introdujo en Europa de la mano de las Constituciones checoslovaca y austriaca de 1920, que fueron las primeras en establecer en sus ordenamientos la creación de un órgano de justicia constitucional. Y si antes hemos comentado que en la configuración del sistema difuso de control la Sentencia Marshall fue determinante, en Europa fue Hans Kelsen quien diseñó este modelo de control de constitucionalidad.

			Kelsen parte de la idea de la prelación entre las normas que integran el ordenamiento jurídico del Estado. En el vértice de su pirámide normativa sitúa a la Constitución. Para preservar su superior jerarquía instaura un órgano ad hoc que denomina Tribunal Constitucional, que para desempeñar correctamente este papel de guardián de la Constitución habría de actuar con independencia respecto de los poderes estatales productores de Derecho, principalmente del Parlamento y del Gobierno, pero también de los Tribunales, pues él consideraba que la jurisprudencia también era fuente del Derecho.

			Así es, a pesar de su nombre, Kelsen sitúa al Tribunal Constitucional fuera de la estructura de los órganos que ejercen la función jurisdiccional ordinaria. No es un órgano integrado en el Poder Judicial, pues no participa en la función que a éstos se les encomienda: mientras que Jueces y Tribunales se dedican a resolver conflictos mediante la aplicación del Derecho, el Tribunal Constitucional juzgará la validez de las normas (una ley, un reglamento, incluso un acto jurídico individual) utilizando otra como parámetro de control, la Constitución. Al igual que ellos, se trata de un órgano de naturaleza jurisdiccional, pues utiliza el Derecho (la Constitución) como instrumento de trabajo, pero sus competencias son otras. Al encomendársele la función de control con la posibilidad de abrogar, de expulsar del ordenamiento, las normas contrarias a la Constitución, el Tribunal fue concebido en cierta manera como un «legislador negativo»: mientras que el legislador produce o crea Derecho, el Tribunal hace todo lo contrario, anula la ley que quebranta la Constitución. Nace así lo que posteriormente ha sido conocido como sistema europeo o modelo concentrado de control, que en su concepción originaria tenía las siguientes características:

			— La inconstitucionalidad de las leyes sólo podía ser declarada por el Tribunal Constitucional, órgano creado al efecto para realizar esa función.

			— El examen de la norma sólo era posible una vez que ésta hubiere entrado en vigor. En ese sentido se habla de control a posteriori.

			— A diferencia de lo que sucede en el modelo americano, el recurso no tiene un carácter prejudicial, la duda de inconstitucionalidad no surge como una cuestión incidental que hubiera de resolverse en un proceso antes de dictar la Sentencia, sino que en el sistema europeo se acciona directamente contra la ley, sin necesidad de que ésta deba aplicarse a caso alguno. En este sentido, se dice que el control se realiza por vía directa o de acción. A diferencia del sistema americano donde el juez determina la constitucionalidad de la norma en función de los efectos que la misma genera en el proceso concreto que se ha de resolver, en el sistema europeo el control se realiza con abstracción de caso alguno.

			— El planteamiento de un recurso de inconstitucionalidad no suspende la aplicación de la norma. Mientras que el Tribunal Constitucional no dicte Sentencia, la ley a todos los efectos sigue vigente.

			— La eventual declaración de inconstitucionalidad tiene efectos generales o erga omnes, no como en el sistema americano, donde se dice que la declaración tiene efectos inter partes porque el juez se limita a inaplicar la norma en el caso concreto donde la duda surge. Por el contrario, cuando el Tribunal Constitucional declara la nulidad de la norma, ésta queda expulsada del ordenamiento, deja de existir, por lo que a partir de entonces nadie puede aplicarla.

			En el sistema o modelo concentrado puro, los sujetos legitimados para realizar esa denuncia, para plantear el recurso directo contra la norma, no son los jueces sino ciertos órganos políticos. En España, por ejemplo, están legitimados para impugnar por vía directa una ley, esto es, para plantear un recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, cincuenta Diputados, cincuenta Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas (esto es, los gobiernos autonómicos) y, en su caso, los Parlamentos de las Comunidades Autónomas [art. 161.1.a) CE].

			Por lo que se refiere a la composición del Tribunal Constitucional, pese a su nombre no lo integran exclusivamente jueces pertenecientes a la carrera judicial sino que podrán formar parte de él juristas de reconocida competencia, todos designados por determinados órganos constitucionales del Estado. Así, los doce magistrados del Tribunal Constitucional español son elegidos por el Congreso, el Senado, el Gobierno y por el Consejo General del Poder Judicial. En el ejercicio de sus funciones están dotados de todas las garantías al objeto de que puedan decidir con absoluta libertad: tanto las prerrogativas como las incompatibilidades anejas al cargo tratan precisamente de asegurar la independencia de los magistrados.

			El Tribunal Constitucional llevará a cabo el juicio de validez de las normas teniendo como parámetro de control a la Constitución y, en su caso, a las normas que formen parte del bloque de la constitucionalidad. El fallo se adoptará tras una serie de fundamentos jurídicos o de Derecho, que tratarán de argumentar la decisión final sobre la constitucionalidad o no de la ley.

			No podemos ignorar que en la medida en que una ley es una decisión política que cristaliza en una norma jurídica, las decisiones del Tribunal Constitucional, sobre todo aquellas que determinan la invalidez de la norma, tienen una inevitable trascendencia política. Los detractores de este sistema de control critican que los miembros de este Tribunal, que no tienen una legitimidad democrática directa (no han sido elegidos en elecciones) puedan anular la voluntad expresada por los representantes del pueblo en el Parlamento, que sí la tienen. Olvidan quienes así se pronuncian que mientras que el Poder legislativo actúa y toma decisiones con absoluta libertad, atendiendo exclusivamente a criterios de oportunidad política, los magistrados del Tribunal Constitucional están sujetos o actúan de acuerdo con la voluntad del Poder Constituyente expresada en la Constitución. Esto es, que mientras el Parlamento es un órgano de naturaleza política, el Tribunal Constitucional lo es de naturaleza jurisdiccional. Es verdad que la Constitución es una norma susceptible de ser interpretada en varios sentidos, por lo que la lectura o el significado que de sus preceptos extraiga el Tribunal Constitucional dependerá en buena medida de la forma de pensar de los miembros que lo integren. Pero quizás no pueda ser de otra manera en esta jurisdicción que debe de enjuiciar normas utilizando como parámetro de control otra norma —﻿la Constitución﻿— cuyos preceptos pocas veces son unívocos. En definitiva, lo relevante es que sea cual sea la interpretación que se realice, las razones que se utilicen para extraer un determinado significado se argumenten en Derecho. Se trata de un interesante debate del que al menos hemos querido dejar constancia.

			
2.5. EL SISTEMA MIXTO DE CONTROL


			El sistema mixto de control participa de los caracteres del modelo concentrado, al que se incorporan elementos propios del sistema difuso. En la medida en que en puridad se trata de un desarrollo del modelo diseñado por Kelsen, bien pudiéramos haberlo ubicado en el epígrafe anterior. Hemos preferido, sin embargo, identificarlo como un tercer sistema para subrayar su importancia, pues se trata del modelo que se adopta en España y el más extendido en Europa.

			2.5.1. Evolución del sistema de control concentrado puro hacia el sistema mixto de control


			Como ya hemos visto, la Constitución austriaca configura un sistema de control de la constitucionalidad de las leyes en el que un órgano creado específicamente para realizar esta tarea —﻿el Tribunal Constitucional﻿— examina la validez de la ley sin tomar en consideración las circunstancias concretas que pudieran presentarse en un determinado caso en el que tuviera que ser aplicada, por lo que se dice que el Tribunal realiza un control abstracto de constitucionalidad. El Tribunal nunca actúa de oficio, ni a instancias de los jueces sino de determinados sujetos legitimados por la Constitución para impugnar directamente (por vía de acción) las leyes una vez aprobadas por el Parlamento. Por las razones que ya hemos apuntado, los jueces no sólo tenían vetada la posibilidad de controlar la constitucionalidad de las leyes sino que tampoco estaban legitimados para instar al Tribunal Constitucional pronunciamiento alguno.

			Entre otras razones, la Constitución austriaca fue reformada en 1929 para permitir que los dos más altos tribunales de la República (el Tribunal Superior de Justicia en el orden civil y criminal y el Tribunal Administrativo de Justicia) pudieran cuestionar al Tribunal Constitucional la constitucionalidad de una ley cuando dudaran de ella con ocasión de su aplicación en un caso concreto. En Europa fue la primera vez que se permitió a un órgano judicial impugnar por vía incidental la constitucionalidad de una ley. Posteriormente, el Tribunal de Garantías Constitucionales de la Segunda República española (creado por Ley Orgánica de 14 de julio de 1933, de acuerdo con lo establecido en la Constitución de 1931) también adoptó este sistema pero ampliando dicha legitimación a todos los órganos judiciales, no sólo a los de superior jerarquía. Por conjugar las características del modelo concentrado puro (que confía exclusivamente al Tribunal Constitucional la decisión de declarar la nulidad de una ley) con la legitimación de los jueces para que puedan plantear una cuestión prejudicial de constitucionalidad cuando duden de la validez de la ley que deban de aplicar en un litigio, hablamos de un sistema mixto de control.

			La Segunda Guerra Mundial truncó la experiencia austriaca (el Tribunal Constitucional fue disuelto el 13 de marzo de 1938 tras la anexión alemana de Austria), y la Guerra Civil española terminó con la vida del Tribunal de Garantías Constitucionales, que por otra parte desde el principio tuvo una actividad muy cuestionada. Fue tras la Segunda Guerra Mundial cuando se abre un período que llega hasta nuestros días y que se caracteriza por la expansión de la justicia constitucional por toda Europa.

			2.5.2. El sistema mixto de control tras la Segunda Guerra Mundial


			En cualquiera de los modelos que hemos presentado, el establecimiento de instrumentos de control de la constitucionalidad de las leyes situó a la Constitución en el vértice de la pirámide normativa. Es entonces, a partir de 1803 en Norteamérica y de 1920 en Europa, cuando la Constitución deja de ser una mera declaración de intenciones, una norma programática (orientativa) para convertirse en una verdadera norma jurídica, vinculante para ciudadanos y poderes públicos, con mayor fuerza aún que la ley.

			Este carácter de norma superior fue calando poco a poco en Europa, y junto a la vía directa, presente en el modelo originario diseñado por Kelsen, surgió la necesidad de instrumentar otra que posibilitara a los aplicadores más asiduos del Derecho, a los jueces, la posibilidad de denunciar aquellas normas que consideraran contrarias a la Constitución en el ejercicio de su función jurisdiccional: en 1929 se reformó la Constitución austriaca para permitir tal acceso a los tribunales de mayor jerarquía, y en 1933 se extiende tal legitimación a todos los órganos jurisdiccionales en España, como antes ya hemos anunciado.

			Tras la Segunda Guerra Mundial, y precisamente para evitar, en la medida de lo posible, que la historia volviera a repetirse, y que un poder, en su origen legítimo —﻿por acceder al gobierno respetando las reglas establecidas﻿—, degenerara en un sistema totalitario, las nuevas Constituciones articularon instrumentos para controlar la legitimidad constitucional de la actuación del legislador. Lo hicieron siguiendo el esquema que antes de la gran guerra Austria y España habían adoptado, esto es, introduciendo elementos propios del sistema difuso en el modelo concentrado de control.

			El primer paso lo dio Austria, que con algunas modificaciones restauró en 1945 su Constitución de 1929. Entre otras novedades, la Constitución extendió la legitimación para acudir por vía incidental al Tribunal Constitucional a los jueces de segunda instancia, no sólo al Tribunal Superior de Justicia y al Tribunal Administrativo de Justicia. En 1947 y en 1949, Italia y Alemania siguieron ese camino pero legitimando a todos los jueces.

			Ya hemos señalado que el primer antecedente de una legitimación tan amplia en un sistema concentrado de justicia constitucional lo encontramos en la Constitución española de 1931. Sin embargo, el escaso y discutido funcionamiento del Tribunal de Garantías Constitucionales y sobre todo la mayor madurez y experiencia del modelo italiano y alemán aconsejaron que fueran éstos y no aquél los utilizados como puntos de referencia para nuestros constituyentes de 1978.

			En consecuencia, el sistema mixto en puridad es un sistema concentrado de control que se acerca al difuso. Es concentrado porque la capacidad de declarar una ley inconstitucional reside en el Tribunal Constitucional; se aproxima al difuso porque además del recurso o acción directa de inconstitucionalidad, los jueces también tienen la posibilidad de realizar esa denuncia por vía incidental, esto es, planteando una cuestión prejudicial de constitucionalidad.

			
2.6. LA ESPECIALIDAD DEL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EN FRANCIA: EL DOGMA DE LA SOBERANÍA PARLAMENTARIA


			En Francia, la concepción revolucionaria decimonónica (1789), que identificaba a la Asamblea legislativa con la universalidad de los ciudadanos de la nación soberana, convirtió al Parlamento en un poder con una legitimidad anterior a la propia Constitución, lo que explica la animadversión del constitucionalismo francés a cualquier tipo de control de la actividad legislativa. Al contrario que en los Estados Unidos, donde la supremacía de la Constitución se dejó en manos de los jueces, en Francia es el legislador quien se constituye, tras la revolución, en garante de las libertades. Con la toma de la Bastilla, el 14 de julio de 1789, la soberanía cambia de titular y la ley, como expresión de la voluntad general que proviene del órgano que representa a la Nación, pasa a ocupar el primer lugar en la jerarquía de las fuentes del Derecho, quedando exenta de cualquier tipo de control. Las palabras de Tocqueville siguen siendo reveladoras de este planteamiento: «Sé que no concediendo a los jueces el derecho de declarar anticonstitucionales las leyes, damos indirectamente al cuerpo legislativo el poder de cambiar la Constitución, puesto que no encuentra ya barreras legales que lo detengan. Pero vale más todavía otorgar el poder de cambiar la Constitución del pueblo a hombres que representan aunque sea imperfectamente esa voluntad popular, que a otros que no representan más que a ellos mismos».

			Esta idea de la soberanía de la nación representada en el Parlamento ha calado de tal manera en Francia que la Constitución vigente, de 1958, creó un órgano de justicia constitucional —﻿el Consejo Constitucional﻿— que, sin embargo, no podía controlar la constitucionalidad de las leyes sino antes de que éstas fueran definitivamente aprobadas por el Parlamento. Esto es, de acuerdo con este sistema, que cambia en 2008, sólo era posible el control previo de constitucionalidad: una vez aprobada la norma, no podía ser impugnada ante el Consejo Constitucional, no podía ser declarada inconstitucional.

			La reforma constitucional de 23 de julio de 2008 modifica este modelo permitiendo por vez primera que una ley en vigor pueda ser recurrida a través de una cuestión prioritaria de constitucionalidad (art. 61.1), instrumento que tiene cierto parecido con nuestra cuestión de inconstitucionalidad (art. 163 CE) por tratarse de una cuestión prejudicial de constitucionalidad. Efectivamente, la cuestión prioritaria permite que en el marco de un proceso las partes puedan denunciar la constitucionalidad de una disposición legislativa cuando consideren que lesiona los derechos y las libertades que la Constitución garantiza. Si la cuestión solicitada es admisible y cumple con los requisitos establecidos en la ley orgánica que ha regulado este recurso (Ley Orgánica 1.523/2009, de 10 de diciembre), el órgano jurisdiccional suspenderá el procedimiento y elevará la cuestión al Consejo de Estado o a la Corte de Casación (según la competencia), que tras realizar un examen más profundo de la cuestión prioritaria de constitucionalidad decidirá si reenviarla o no al Consejo Constitucional. Esta reforma entró en vigor el 1 de marzo de 2010.

			
2.7. OTRAS COMPETENCIAS PROPIAS DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL


			Además de controlar la constitucionalidad de las leyes, existen otros tipos de procesos ante el Tribunal Constitucional. Los relacionamos a continuación pero su estudio se remite a los capítulos correspondientes de este Manual:

			1. Procesos de amparo, en los que el Tribunal Constitucional funciona como último garante de la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales y las libertades públicas. Más allá habría que acudir a instancias internacionales o supranacionales.

			2. Conflictos de competencias entre el Estado y otros entes territoriales subestatales (estados federados, Comunidades Autónomas, Regiones, Entidades locales).

			3. Conflictos de competencias entre diversos órganos constitucionales del Estado.

			4. Control sobre la legalidad de los partidos políticos (no existe en el caso español).

			5. Procesos contra determinadas personalidades públicas, como Presidentes del Gobierno, Ministros, Jefes de Estado, etc. (no existe en el caso español).

			6. Recursos electorales.

			
3. LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

			
3.1. CONCEPTO


			Habrá quedado claro en páginas anteriores que la Constitución es la norma superior del ordenamiento. Esta mayor jerarquía no es el único rasgo que la define y diferencia de las demás. Al estudiarla, no podemos olvidar que en ella se fijan las bases (en forma de principios, de valores, de derechos y de instituciones) de un determinado modelo de Estado que ciudadanos y poderes públicos habrán de respetar. En este sentido calificamos a la Constitución de norma suprema.

			En la medida en que la Constitución expresa un pacto político fundacional, que se traduce en un marco regulador de la convivencia, es lógico esperar de estas nuevas reglas un cierto grado de estabilidad. Por ello es conveniente alcanzar el mayor consenso posible a la hora de elaborarla, evitando las Constituciones de partido que otrora caracterizara a nuestro constitucionalismo. Más allá de las legítimas diferencias ideológicas entre las diversas fuerzas políticas, éstas habrán de acordar un conjunto de normas básicas que puedan ser aceptadas por todos o por la mayoría. Encontrar un lugar común más o menos cómodo es la mejor forma de evitar modificaciones constantes.

			Dicho esto, hay que advertir que la Constitución no es un documento sagrado o intocable por naturaleza. El artículo 28 de la Declaración francesa de derechos del hombre y del ciudadano de 1789 expresa muy bien esta idea: «Un pueblo tiene siempre derecho a revisar, reformar y cambiar su Constitución. Una generación no tiene derecho a someter a sus leyes a las generaciones futuras». Por ello la mayor parte de las Constituciones contemplan procedimientos para su reforma.

			Si la Constitución no pudiera ser modificada podría quedar obsoleta, desfasada, inservible. Y ello inevitablemente conduciría a la inaplicación efectiva del texto. Una Constitución que no satisface a su pueblo está condenada al fracaso. Para tratar de garantizar esa relación cordial, la Constitución ha de contemplar mecanismos o procedimientos que permitan su reforma, su actualización, su puesta al día. De lo contrario, el paso del tiempo podría convertir a la Constitución en una herramienta absurda. Se defiende en este sentido a la Constitución cuando se habilitan mecanismos encaminados a su actualización, cuando se contemplan procedimientos dirigidos a evitar que por estas razones caduque.

			Según el procedimiento de reforma constitucional sea más o menos complicado, podemos clasificarlas en rígidas o flexibles. Estas últimas son aquellas en las que el Parlamento, mediante el procedimiento legislativo ordinario, puede revisar el texto constitucional. Las rígidas son, por el contrario, aquellas que prevén un procedimiento especial y más complicado para alterar su contenido. En la medida en que en estas últimas los poderes constituidos no pueden, mediante el ejercicio de su potestad normativa ordinaria, modificar el contenido de la Constitución, la superioridad jerárquica de la Constitución sobre el resto de las normas del ordenamiento, y por ende la superioridad del poder constituyente sobre los poderes constituidos, se hace más evidente que en las flexibles.

			Aparecen aquí dos conceptos que quizás ya no sean nuevos: el de «poder constituyente» y el de «poderes constituidos». Aludimos al primero cuando nos referimos al sujeto legitimado para elaborar una nueva Constitución. En la medida en que la Constitución es la norma suprema y superior del ordenamiento, sólo el soberano —﻿el poder supremo dentro del Estado﻿— tendrá tal capacidad. Del artículo 1.2 CE, que afirma que «la soberanía nacional reside en el pueblo español del que emanan los poderes del Estado», podemos concluir que es éste quien lo detenta. Los segundos, los establecidos en la Constitución para llevar a cabo las funciones que el Estado desarrolla, son los poderes constituidos (legislativo, ejecutivo y judicial).

			Con independencia de que la decisión final sea sometida a la aprobación del pueblo —﻿del cuerpo electoral, más exactamente﻿— a través de referéndum, el poder constituyente no se ejerce directamente sino a través de representantes. La doctrina se suele referir al «poder constituyente originario» cuando se trata de sustituir una Constitución por otra sin reglas que condicionen en modo alguno las posibilidades de cambio; y de «poder constituyente derivado o constituido» cuando se trata de modificar la Constitución pero desde el respeto a las normas en ella establecidas para su propia reforma.

			Volviendo a los conceptos de rigidez y flexibilidad, el grado de rigidez varía de unas Constituciones a otras. Incluso en una misma Constitución, como sucede en la española, los niveles de dificultad pueden ser distintos en función de los artículos que se quieran modificar. El inconveniente que presenta una excesiva rigidez es que la complicación sea de tal calibre que los actores legitimados para ponerla en marcha opten por otras vías distintas de las formales.

			Efectivamente, no sólo a través de la reforma expresa o formal se puede actualizar o acoplar la Constitución a la realidad de los tiempos: como se trata de una norma abierta, susceptible en no pocas ocasiones de varias interpretaciones, a veces tal adaptación se lleva a cabo alterando el significado del precepto sin modificar en absoluto su redacción. Hablamos entonces de reforma tácita o de mutación constitucional. Las vías idóneas para operar de tal manera son:

			— La jurisprudencia constitucional: el artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional define a este órgano como el supremo intérprete de la Constitución. En cumplimiento de esta función, el Tribunal ha determinado en multitud de ocasiones el significado correcto de los preceptos de la Constitución, advirtiéndose a veces una cierta evolución en su doctrina. En los Estados Unidos de América, por ejemplo, el Tribunal Supremo consideró en los años sesenta que la política segregacionista en las escuelas por razón de raza era contraria a la Constitución, cuando años antes había sostenido lo contrario.

			— Las convenciones constitucionales, que son acuerdos o pactos normalmente entre las fuerzas políticas mayoritarias en el Parlamento, sobre cómo desarrollar o aplicar la Constitución en determinados supuestos. En España son buenos ejemplos los Pactos de la Moncloa de 1981 y 1992 en materia de Comunidades Autónomas.

			— La costumbre constitucional, que viene a ser un modo de actuar o de no actuar que por su carácter reiterativo genera la obligación de seguir observando un comportamiento. Por ejemplo, aun cuando formalmente alguna Constitución europea todavía contempla la posibilidad del veto del Rey en el procedimiento legislativo, hoy se considera que tal potestad ha quedado obsoleta. En sentido contrario, cuando en los Estados Unidos de América el Presidente Roosevelt rompió la tradición (la costumbre) de no optar a un tercer mandato presidencial, fue cuando se decidió reformar la Constitución (XXII Enmienda) para incorporar al texto esa prohibición.

			Pero, como decíamos antes, la reforma constitucional strictu sensu es la que se opera a través de los procedimientos establecidos en la propia Constitución para alterar expresamente su contenido. Dicha modificación consistirá en añadir algo nuevo o en suprimir o modificar algún precepto constitucional. Lo normal es que el texto de la reforma (con el que se añade, modifica o suprime algo) se incluya en la Constitución sustituyendo al anterior, aunque en el constitucionalismo norteamericano se opera a través del sistema de enmiendas: sin alterar el texto original de la Constitución, la reforma se introduce al final del articulado, lo que exige una labor de contraste para verificar si alguno de los preceptos originales, que no cambian, ha sido afectado por alguna de las posteriores enmiendas.

			Las Constituciones rígidas, más habituales que las flexibles, son las que contemplan un procedimiento específico —﻿distinto al procedimiento legislativo ordinario﻿— para modificar el articulado de la propia Constitución. Esa tramitación diferente puede ser de lo más diversa, y podría consistir en:

			— La exigencia de una mayoría cualificada para aprobar la reforma constitucional, esto es, un mayor número de votos en el Parlamento que los necesarios para aprobar cualquier otra ley.

			— La necesidad de convocar elecciones una vez tomada la decisión de acometer la reforma, al objeto de que las Cámaras emergentes —﻿las que resulten de las elecciones﻿— ratifiquen la conveniencia de dicha reforma y a continuación operen materialmente la modificación del articulado.

			— La participación del cuerpo electoral mediante referéndum (facultativo u obligatorio) en el procedimiento de reforma constitucional.

			— La reunión conjunta de las dos Cámaras —﻿cuando el Parlamento fuera bicameral﻿— para realizar la reforma.

			— La constitución de una asamblea constituyente que fuera la que acometiera la reforma, y no el Poder Legislativo, que mientras tanto seguiría desarrollando con normalidad las funciones que les son propias.

			— La intervención de los estados federados en el procedimiento de reforma, si se tratara de un Estado federal.

			La reforma de la Constitución, es una decisión de mera oportunidad política. Esto es, se acomete cuando se considera conveniente. Algunas de las siguientes razones podrían justificar la necesidad de tal actualización:

			— Porque algunos de los preceptos hubiesen quedado obsoletos, desfasados o sencillamente ya no tuvieran encaje en la realidad estatal.

			— Porque algunas instituciones previstas en el texto no hubiesen funcionado debidamente y requirieran bien ser revisadas, bien ser eliminadas.

			— Porque se apreciara una laguna constitucional, esto es, porque se considerara conveniente contemplar en la Constitución alguna realidad inadvertida o inexistente en el momento en el que se elaboró la Constitución, o que sencillamente por razones de conveniencia política no se abordó en aquel momento histórico.

			— Para adaptar la Constitución a un Tratado internacional, en el caso de que éste tuviera alguna cláusula contraria a la Constitución.

			
3.2. EL PROCEDIMIENTO DE REFORMA EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA


			La reforma no se puede operar de cualquier forma sino como el constituyente ha previsto. Para que efectivamente así sea, algunos ordenamientos confían a la jurisdicción constitucional el control de la «constitucionalidad formal» de la reforma constitucional, esto es, la posibilidad de verificar que efectivamente se ha respetado el procedimiento de reforma en la Constitución establecido. Abordamos a continuación el estudio de las normas que regulan la modificación en el Título X de la Constitución española.

			3.2.1. Iniciativa


			Los sujetos legitimados para proponer una reforma constitucional son: el Gobierno, el Congreso, el Senado y las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas. Son los mismos que tienen reconocida la iniciativa legislativa a excepción de la iniciativa popular (arts. 166 y 87 CE).

			3.2.2. Momento de la reforma


			La reforma constitucional obedece exclusivamente a razones de oportunidad política. Esto es, serán los sujetos legitimados para poner en marcha el procedimiento quienes decidan el momento y el alcance de dicha propuesta. Al respecto la Constitución sólo establece que la celebración de un Tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la previa revisión constitucional (art. 95.1 CE). Se trata de una cláusula que expresa la superioridad de la Constitución sobre los Tratados internacionales: ninguna norma de nuestro ordenamiento puede ser contraria a la Constitución, los Tratados internacionales tampoco. Por eso, si España quiere subscribir un Tratado donde se advierta alguna cláusula opuesta a la Constitución será preciso con carácter previo salvar tal contradicción reformando la Constitución.

			3.2.3. Límites al poder de reforma


			Si bien el poder constituyente originario —﻿el que crea la Constitución﻿— es un poder en principio ilimitado, el poder constituyente derivado —﻿el que reforma la Constitución﻿— debe observar las reglas establecidas en la propia Constitución para su reforma. Además del límite que supone operar la reforma de acuerdo con las reglas procedimentales establecidas, en algunas Constituciones es posible también advertir límites temporales y/o materiales.

			3.2.3.1. Límites temporales

			Para evitar la reforma en momentos convulsos quizás poco propicios a la reflexión, algunas Constituciones prohíben su modificación en períodos de crisis. La Constitución de 1978 contempla un único límite temporal: la imposibilidad de iniciar la reforma en tiempos de guerra o mientras estuviere vigente una declaración del estado de alarma, de excepción o de sitio (arts. 169 y 116 CE). Otras Constituciones, con el propósito de favorecer el asentamiento del texto constitucional, exigen el transcurso de un determinado número de años antes de la primera reforma o entre una reforma y otra (así, por ejemplo, el art. 375 de la Constitución de 1812 rezaba de la siguiente manera: «Hasta pasados ocho años después de hallarse puesta en práctica la Constitución en todas sus partes, no se podrá proponer alteración, adición ni reforma en ninguno de sus artículos»).

			3.2.3.2. Límites materiales

			Aun cuando la Constitución de 1978 no contempla ningún límite de esta naturaleza, algunas Constituciones prohíben la modificación de determinadas partes o artículos de la Constitución. La doctrina las ha denominado cláusulas pétreas o de intangibilidad, esto es, preceptos que contienen principios, valores, instituciones o derechos que el constituyente declara intocables. Por ejemplo, para evitar experiencias como la vivida durante el régimen nacionalsocialista de Hitler, la Constitución alemana de 1949 declara no reformables ni la división de la Federación en Estados (länder), ni la participación de éstos en el procedimiento legislativo ni los artículos 1 a 19 de la Constitución (referidos a los derechos fundamentales), ni el artículo 20 (que recoge una serie de principios constitucionales relativos al modelo de Estado, la soberanía popular y el derecho de resistencia en defensa del orden constitucional).
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